CAPÍTULO  CUARTO

MEDIACIONES  ENTRE  LA  MICROECONOMÍA  Y  LA  ÉTICA:  economía  del  bienestar  y  teoría  económica  institucional
En el capítulo anterior concluimos que, aun cuando la microeconomía es insuficiente como mediación para la ética, el análisis de sus implicaciones éticas (márgenes de libertad y valores) nos revela tres posibles vertientes del tratamiento ético de la economía: la intrasubjetiva, que se refiere a las motivaciones y a la responsabilidad de modelar a través de las decisiones individuales el propio ethos personal, la intersubjetiva, que se refiere a las consecuencias de las decisiones individuales sobre los demás, y la propiamente social, que se refiere al modo como las instituciones y la política inciden en la configuración del mercado y en la distribución de los poderes y los bienes económicos. Esta última será el objeto de nuestra atención porque constituye el marco en el que se dan las relaciones interpersonales y porque modela en gran parte las posibilidades y las realizaciones de las personas como sujetos individuales. Además, es en este ámbito donde se define si tales instituciones se conformarán de acuerdo a la lógica globalizadora-homogenei-zante de la economía actual o serán el resultado de acuerdos sociales que respondan a la diversidad de los ethos sociales que muchas veces coexisten al interior de un Estado.

El puente entre la microeconomía y la ética social lo constituyen la economía del bienestar y la teoría económica institucional. La economía del bienestar, porque asume la microeconomía y plantea las cuestiones fundamentales que ésta deja sin resolver, básicamente la de la articulación, implicada en las anomalías de su paradigma o fallas del mercado, entre la racionalidad individual y la racionalidad social, y a las que debe responder la acción política, tanto en lo que se refiere a la eficiencia como en lo que se refiere a la distribución de los bienes económicos y en último término a la justicia distributiva. La teoría económica institucional, porque demuestra que la configuración más o menos eficiente de una economía está determinada por las instituciones en las que aquella se desenvuelve, lo cual vincula directamente a los mercados con la política y la cultura. En este capítulo analizaremos estas dos teorías en su carácter de mediaciones entre la microeconomía y la ética social, por lo que se ubican todavía en el momento empírico de las mediaciones socioanalíticas, o de las especificaciones práxicas, para pasar posteriormente a proponer en el último capítulo una teoría de la justicia adecuada para los momentos éticos de nuestro método, que asuma los planteamientos y las cuestiones pendientes de la economía del bienestar, que sea compatible con la teoría de las instituciones que aquí vamos a proponer y que además tenga las propiedades que le permitan ser asumida por el método de la teología moral.

Los temas de este capítulo pueden dar la impresión de que no terminamos de salir de la pura técnica, sin embargo, hay una diferencia fundamental con el capítulo anterior, pues en éste pasamos de la consideración de la racionalidad individual a la consideración de la racionalidad social, sea a través de las decisiones públicas, sea a través de la dinámica institucional, y ambas nos remiten ya más directamente a cuestiones éticas, sobre la justicia en el caso de la economía del bienestar y sobre las relaciones entre economía, política y cultura en el de la teoría económica institucional.

1. 
La economía del bienestar
En el capítulo anterior vimos que la microeconomía afirma que existen dos dimensiones de la racionalidad económica: la racionalidad de los agentes económicos que los conduce en el propósito de maximizar su propio interés, y el resultado objetivo de la misma, o racionalidad del mercado, que tiene como término ideal la eficiencia económica o equilibrio general. Según esta lógica, la eficiencia sería la búsqueda de la solución óptima al problema que da origen a la existencia de la misma ciencia económica, la escasez definida como la disponibilidad limitada de un bien con respecto a la demanda del mismo
, propiedad ésta que define a un bien como “económico”. La escasez no es sólo un fenómeno particular sino una propiedad de la condición histórica del ser humano, pues aún cuando teóricamente exista la posibilidad de sociedades “satisfechas” en las que los recursos disponibles siempre sean mayores en cantidad y en calidad a las necesidades experimentadas, la historicidad y finitud de lo humano plantean necesariamente el problema de la escasez, pues los seres humanos siempre nos enfrentamos a la exigencia de administrar (oikonomein) la finitud de nuestras capacidades, de nuestro tiempo y de nuestro espacio en este mundo
.

En torno a la categoría de escasez, como relación entre satisfactores y necesidades, se ha dado una discusión sobre su carácter inherente a lo humano. Para algunos la escasez es tan propia de lo humano que incluso las grandes religiones intentan dar respuesta a este problema con sus diversas concepciones del “paraíso” o de la “vida eterna”, de tal manera que para unas el “cielo” se asocia a imágenes de abundancia permanente de todos los satisfactores (judaísmo, cristianismo e islamismo) mientras que para otras el ingreso a la eternidad va unido a la supresión de todo deseo (hinduismo)
. Otros autores consideran que la escasez es un fenómeno propio de las sociedades occidentales modernas, pero reconocen que se trata de una característica “estructural y permanente” en las mismas. En tal caso, se trataría de un fenómeno que se origina con el nacimiento del “individuo envidioso” típico de la modernidad, para quien lo escaso lo es por deseable y lo deseable siempre surge como resultado de la comparación con lo que otros ya tienen, de tal manera que este proceso interminable sería el origen de las necesidades en las sociedades consumistas actuales. La escasez no sería entonces una categoría cuantitativa sino la manifestación de un cierto tipo de relaciones sociales a través de las cosas, una categoría de cualidad
.

Para nuestro propósito asumimos la categoría de escasez como la define la teoría económica (disponibilidad de un bien en medida limitada con respecto a su demanda) es decir, como su supuesto fundamental, sin el cual no tendría sentido el esfuerzo de hacer economía, ni como práctica ni como teoría. Esto se evidencia en la existencia de los mercados en la sociedad en que vivimos y en el hecho de que son el intento de solución más amplio al problema de la escasez. Sin embargo, esto no implica renunciar a una crítica antropológica y ética, o al menos científica, de la homogeneización de los intereses humanos en la categoría única y monótona de “utilidad”, o de “preferencia”, que termina por excluir la categoría de “necesidad” de la reflexión económica
.

1.1. 
Escasez y necesidades

De hecho, la definición y clasificación de las necesidades humanas está en el centro del debate sobre la justicia, lo cual implica directamente a la economía. Las respuestas se pueden localizar entre dos extremos: la teoría higienista o materialista de las necesidades y la teoría de la envidia. Para la primera, las únicas necesidades reales, básicas y universales son las necesidades físicas, postura que ayuda a ofrecer una definición objetiva de la pobreza, pero que es susceptible de dos críticas, excluir de lo básico ciertas necesidades no biológicas del ser humano y la ausencia de un parámetro intercultural que permita enumerar tales necesidades como indispensables para todo ser humano
. Sin embargo, existen esfuerzos colectivos por encontrar esos parámetros, entre los que podemos mencionar la formulación de los “derechos humanos” y la noción de “calidad de vida”, cada vez más presente en la reflexión económica, bajo la forma de nuevos índices de desarrollo, como el Bienestar Económico Neto (BEN) de Samuelson
 o el Indice de Desarrollo Humano de la ONU
. Además, si se quiere proponer una ética de la economía es inevitable resolver la cuestión de los mínimos vitales comunes a todo ser humano
. Ambas cuestiones, la de la calidad de vida y la de los mínimos comunes, constituyen un campo de discusión que recientemente se ha convertido en tema común para economistas y otros científicos sociales, por una parte, y filósofos, por la otra, como veremos más adelante en este mismo capítulo. Por su parte, la teoría de la envidia relativiza la cuestión de las necesidades, pues éstas serían siempre producto de una comparación entre personas o grupos.

1.2. 
Escasez y eficiencia

En el ámbito de una economía nacional actual el nivel tecnológico y la disponibilidad de los recursos productivos siempre son limitados, pues nunca se puede producir a la vez toda la cantidad de todos los bienes que la sociedad demanda. Esta escasez se formula como una curva que representa las posibilidades de producir diversas combinaciones de bienes en un momento dado, la frontera de posibilidades de producción, e implica la exigencia de asignar eficientemente los recursos disponibles con la tecnología disponible. La asignación eficiente se da cuando no se puede aumentar la producción de un bien sin reducir la de otro; la curva de la frontera de posibilidades de producción representaría entonces la serie de combinaciones de diversos bienes que puede producir una economía, en un momento dado, aprovechando al máximo su tecnología y sus recursos productivos. La frontera de posibilidades de producción es el menú de opciones productivas de una sociedad, pero también la limitación real de las mismas; cuando una economía se encuentra en esta frontera, si quiere aumentar la producción de un bien debe necesariamente reducir la de otro u otros. Esto significa que toda decisión tiene un costo de oportunidad que representa el valor de la opción a la que se renuncia
.

Sin embargo, la maximización del bienestar en los límites de la frontera de posibilidades de producción puede abordarse desde dos perspectivas diferentes, a las que subyacen dos juicios de valor diferentes. Por “ser eficiente” se puede entender el alcanzar la mayor producción posible (out-put variable) con una cantidad dada de factores productivos (in-put dado), en cuyo caso se supone el juicio de valor de que es más importante poner un límite de tiempo (trabajar sólo ocho horas, por ejemplo) o de calidad (trabajar sólo en ciertas condiciones) al trabajo, que aumentar constantemente la producción y el consumo, por lo que éstos (producción y consumo) se adaptan a aquél (tiempo y condiciones de trabajo). Pero también se puede entender por “ser eficiente” el adaptar el tiempo y las condiciones del trabajo (in-put variable) a un consumo predeterminado (out-put dado), en cuyo caso se supone que es más importante producir más que trabajar menos o en otras condiciones
. Estos dos enfoques nos remiten nuevamente a las concepciones “necesidades”, de “escasez” y de “progreso” propias de las sociedades occidentales modernas
.

Desde la perspectiva del bienestar, las posibilidades limitadas de satisfactores se representan como una curva formada por la serie de combinaciones posibles de las utilidades de los diversos consumidores, que maximizan la utilidad social en un momento determinado, la frontera de posibilidades de utilidad, y que es la otra cara de la frontera de posibilidades de producción 
. Si en ésta nos encontramos con el aspecto productivo de la eficiencia, en la frontera de posibilidades de utilidad nos encontramos con su aspecto distributivo.

Estas dos dimensiones de una misma realidad son el objeto de estudio de la “economía del bienestar”, que constituye como un puente entre la racionalidad económica y la racionalidad ético-política, pues asumiendo la noción de equilibrio general como distribución óptima de los recursos (racionalidad económica) intenta trascenderla preguntándose por la justicia de tal resultado (racionalidad ético-política), por eso se denomina también “economía normativa”
 y hace necesariamente referencia al papel de las entidades no económicas -instituciones- en la dinámica de la economía real
.

La economía del bienestar tiene una larga historia aunque no con ese nombre. De hecho el origen histórico de la ciencia económica está más relacionado con la ética que con la técnica. Dejando aparte toda la historia premoderna de esta ciencia en la que es evidente el predominio del aspecto ético de la economía
, encontramos que los “padres” de la economía moderna (ver antes, cap 2: 1.) estuvieron fuertemente influenciados por la dimensión ético-política de la misma
. Se ha llegado a afirmar que “la economía se forjó en la fragua de la filosofía moral”
. De hecho el término griego oikonomia designaba la “buena” administración de la casa o del palacio real, e implicaba las relaciones personales y políticas del administrador con los demás miembros de la oikos. Con el tiempo esta categoría dio para ser teologizada por la Iglesia
. La dimensión técnica de la economía sólo adquirió el gran relieve que tiene actualmente con la tendencia de los teóricos de la economía de la segunda mitad del siglo XIX, los marginalistas
 (ver antes, cap 2: 2), a hacer de ésta una ciencia basada en las matemáticas, fenómeno que evidenció el conflicto interno de la economía entre sus “dos orígenes”. Desde entonces, la economía oscila entre ser una disciplina puramente formal o ser una disciplina de la praxis ubicada más en el ámbito de la moral y de las ciencias sociales.

1.3. Cuestiones fundamentales

de la economía del bienestar
En realidad la economía del bienestar es el intento por resolver el problema, siempre latente en la historia de la economía moderna, de armonizar las racionalidades individuales, orientadas por el interés individual, con su resultado colectivo. O, formulado en términos de pregunta: ¿la suma de óptimos individuales da por resultado el óptimo social? ¿coinciden siempre el bien individual y el bien común? ¿son justas las consecuencias sociales de la búsqueda individual del propio bienestar? ¿qué relación existe entre el bienestar individual y el bienestar colectivo? Desde otra perspectiva, la economía del bienestar ya no trata de los objetivos de los agentes individuales (la maximización del interés propio) sino de cuestiones relacionadas con los objetivos sociales, que la microeconomía deja sin respuesta. La economía del bienestar, sin llegar a la determinación de los objetivos sociales, tarea propia de la filosofía política o de la ética social, tiene como propósito tanto plantear los límites del análisis económico, en el sentido de ubicar el momento en el que deben intervenir los juicios de valor en cuanto a los objetivos sociales, como evaluar la eficiencia de las políticas que puedan llevar a tales objetivos. Para ello, la economía del bienestar maneja el instrumental propio de la microeconomía, pero el carácter cuantitativo-individualista de ésta la lleva a plantear nuevas preguntas que trascienden al ámbito de la teoría económica convencional
.

Para la teoría económica, ha sido más sencillo definir el bienestar individual, recurriendo a la categoría de utilidad, que definir el bienestar colectivo, principalmente porque los economistas, al simplificar la filosofía utilitarista con el fin de poder cuantificar el valor subjetivo de los bienes económicos, no han podido salir de la trampa que impide manejar categorías cualitativas al definir el bienestar colectivo
. De esta manera, o se cae en un igualitarismo materialista que atenta contra las diferencias individuales, o se cae en la identificación del bienestar colectivo con la suma algebraica de utilidades individuales sin tomar en cuenta la manera como están distribuidas, lo cual atenta contra la equidad
.

Si la respuesta a estas cuestiones está en el equilibrio general postulado por la microeconomía, sus deficiencias son evidentes aún para los mismos economistas. En primer lugar, la solución teórica de inferir la racionalidad colectiva de las racionalidades individuales expresadas en las preferencias “reveladas” reduce lo colectivo a los participantes en el mercado, excluyendo a quienes no existen como agentes económicos por no ser sujetos de demanda efectiva, es decir, por no tener capacidad de compra. En segundo lugar, el equilibrio general supone una distribución de la riqueza previa al juego de la oferta y la demanda cuya equidad no es materia de reflexión para la microeconomía. Y, desde el punto de vista de la realidad económica, ya vimos anteriormente que el mercado perfecto es una abstracción que nunca se concreta, sea porque sus condiciones de posibilidad, como la competencia perfecta, son imposibles, sea porque existen realidades económicas que escapan a la teorización de la microeconomía, como es el caso de los bienes públicos y las externalidades.

1.4. Génesis de la economía del bienestar
1.4.1. 
Adam Smith (1723-1790)

Con Adam Smith la respuesta al problema de armonizar las racionalidades individuales y la racionalidad colectiva es bastante simple, pues recurre a la famosa expresión de la “mano invisible” con la que designaba el mecanismo de un mercado altamente competitivo en el que

“todo individuo trata de emplear su capital de tal forma que su producto tenga el mayor valor posible. Generalmente, ni pretende promover el interés público ni sabe cuánto lo está promoviendo. Lo único que busca es su propia seguridad, sólo su propio provecho. Y al hacerlo, una mano invisible le lleva a promover un fin que no estaba en sus intenciones. Al buscar su propio interés, a menudo promueve el de la sociedad más eficazmente que si realmente pretendiera promoverlo”
;

o bien, en el que

“no es de la benevolencia del carnicero, del cervecero o del panadero de la que esperamos obtener el alimento, sino de su búsqueda de su propio interés. No nos dirigimos a su humanidad sino a su egoísmo y nunca les hablamos de nuestras necesidades, sino de su provecho”
.

Sin embargo, sería injusto con Smith calificarlo de ingenuo, pues, en primer lugar, es evidente que no afirma que siempre el egoísmo individual genera bienestar colectivo; en segundo lugar, su propósito es demostrar las ventajas de la división del trabajo y de los intercambios mutuamente beneficiosos en su propio contexto social; en tercer lugar, no se puede reducir su pensamiento a unos cuantos párrafos de una de sus obras y, por último, es necesario recordar que Smith, antes que economista fue un filósofo moral que por eso mismo se interesó en la economía y que como tal era reacio a explicar la conducta humana por una sola característica
, o a ignorar los “vínculos sociales pre-económicos”
.

Con Smith ha pasado lo que con muchos grandes pensadores, se olvida su espíritu y se parcializa su pensamiento, terminando por convertirlo en herramienta ideológica. En realidad, el pensamiento de Smith ha dado para muchas interpretaciones, desde la interpretación de los neoliberales como Buchanan, para quien Smith se estaba refiriendo en último término a la elección entre marcos institucionales, hasta la de Rawls, para quién Smith, con su imagen de la mano invisible, se estaba refiriendo a la coordinación social generada por las instituciones básicas de una sociedad, es decir, a su función legislativa y, en último término, moral
, pasando por autores como North, para quien el objetivo central de Smith no era el de exaltar el egoísmo sino el de dilucidar el problema de la cooperación humana
.  Por eso, según algunos autores, tal vez sería mejor, refiriéndose a “la mano invisible”, hablar de intuición
 o, en todo caso, de “imagen literaria”
. De cualquier manera, la formulación matemática de tal intuición y sus limitaciones tuvieron que esperar un siglo para salir a la luz.

1.4.2. 
León Walras (1834-1910)

Con los marginalistas, la teoría económica, que había permanecido “a caballo entre la filosofía moral y la economía como ciencia”
, se orienta clara y definitivamente en el segundo sentido gracias a la invasión de las matemáticas en el análisis económico. Tocó a Léon Walras el haber dado una formulación matemática a la “mano invisible” de Smith. Recogiendo los análisis marginalistas parciales de otros autores, Walras logró sintetizar en un cuadro coherente y completo la producción, el intercambio y la distribución de todos los mercados en una economía nacional, demostrando así teóricamente, bajo ciertas restricciones, la posibilidad de un resultado racional de la interacción de todos los agentes económicos que intervienen en un espacio económico dado
.

El terreno había sido preparado por la teoría subjetiva del valor
 que permite teorizar las dimensiones humanas de “necesidad-satisfacción” transformándolas en las categorías cuantificables de “escasez-utilidad” a través de la oferta-demanda efectivas, es decir, lo que se está dispuesto a cobrar o pagar por un bien determinado. Esta posibilidad de desarrollar un lenguaje científico propio de la economía llevó a una revisión de las tareas y los límites de la economía como ciencia. La influencia de las ciencias físicas se concretizó en el “equilibrio”, categoría fundamental del análisis económico, de tal manera que todo el desarrollo posterior de la economía convencional tiene su punto de referencia en esta matriz teórica
. Lo que demostró Walras es que, dadas ciertas condiciones, existe un sistema de precios que satisface a la vez todas las ofertas y demandas deseadas de todos los agentes en una economía
. O en otros términos, que existen unos precios que hacen posible el acuerdo de todos los compradores y vendedores de todos los mercados de una economía dada, lo cual supera el caos y las contradicciones posibles que serían el resultado del ecuentro entre programas individuales diversos
. A primera vista, parece un resultado impresionante, pero si consideramos las “condiciones” o “restricciones” que hacen posible tal demostración, como la competencia perfecta, veremos que se trata claramente de una idealización que puede ser muy útil para el análisis teórico, pero también muy peligrosa en la vida real si se olvida su función heurística y se convierte en doctrina político-económica.

1.4.3. 
Vilfredo Pareto (1848-1923)

Vilfredo Pareto
 demostró que el equilibrio general postulado por Walras es un tipo de óptimo social, el llamado “óptimo paretiano”, porque en esa situación no es posible aumentar el bienestar de algún agente sin disminuir el de otro, y en ese sentido no existe una solución mejor para todos
. Sin embargo, el óptimo paretiano no se refiere sólo al consumo sino a una coincidencia de óptimos: la mejor utilización de los recursos productivos
 que tiene como resultado la mejor combinación posible de bienes de consumo producidos
 (eficiencia en la producción) y, a la vez, la mejor distribución posible de éstos
 (eficiencia en el intercambio), y todo esto no sólo para un mercado sino para todos los mercados de un espacio económico dado. En esta situación la sociedad se encuentra en su frontera de posiblidades de producción y los bienes están siendo distribuidos de tal manera que maximizan (en condiciones de mercado competitivo) la utilidad social, ubicándose así en su frontera de posibilidades de utilidad
. Lógicamente, el óptimo paretiano requiere de ciertas condiciones previas, pues se consideran dados ciertos recursos productivos, cierta tecnología y ciertos sistemas de preferencias de los consumidores
.

1.4.4. 
Arthur C. Pigou (1877-1959)

La “economía del bienestar” se designa con este nombre a partir de la obra de Arthur C. Pigou Economics of Welfare (1920). Este autor orientó su investigación a las circunstancias en las que una economía competitiva no alcanza el máximo bienestar social, afirmando que el bienestar social no depende sólo del ingreso sino también de su distribución
, y continuando la reflexión sobre las externalidades 
 iniciada por Henry Sidgwick (1838-1900)
 y Alfred Marshall (1842-1924)
.

1.5. Los dos teoremas de la economía del bienestar
El óptimo paretiano se sintetiza en dos teoremas que se pueden formular como sigue:

1er Teorema de la economía del bienestar:

“una economía competitiva alcanza un punto de la curva de posibilidades de utilidad”
.

“toda asignación correspondiente a un equilibrio de competencia perfecta es óptima en sentido paretiano”
.

O en una formulación más compleja:

“un sistema de mercado de equilibrio general perfectamente competitivo es eficiente desde el punto de vista de la asignación. En un sistema de ese tipo, todos los precios de los bienes son iguales a los costos marginales, todos los precios de los factores son iguales al valor de sus productos marginales y no hay externalidades. En esas condiciones, cuando cada productor maximiza los beneficios y cada consumidor maximiza la utilidad, la economía en su conjunto es eficiente en el sentido de que no es posible mejorar el bienestar de ninguna persona sin empeorar el de alguna otra”
.

O desde la perspectiva de “la mano invisible”:

“un equilibrio generado por los mercados competitivos agota todas las ganancias que pueden derivarse del comercio”
.

2º Teorema de la economía del bienestar:

“una economía competitiva puede alcanzar todos los puntos (y por lo tanto, cualquiera de esos puntos) de la Frontera de Posibilidades de Utilidad, siempre que la distribución inicial de los recursos sea la correcta”
.

“si son satisfechas las condiciones que garantizan la existencia del equilibrio de competencia perfecta, cualquier asignación óptima en sentido paretiano puede ser obtenida por un cierto equilibrio de competencia perfecta, con tal que los recursos iniciales sean oportunamente distribuidos entre los individuos”
.

O en otra formulación:

“dadas ciertas condiciones... puede lograrse cualquier asignación eficiente de los recursos mediante algún equilibrio perfectamente competitivo”
.

En estas tres últimas definiciones hemos enfatizado las palabras “todos/cualquier” porque esa generalización otorga al 2º Teorema de la economía del bienestar una dimensión clave para abrir la teoría económica a las cuestiones éticas. Samuelson, comentando su definición, afirma:

“En otras palabras, si el Estado desea lograr algún determinado resultado eficiente... puede conseguirlo en principio distribuyendo las rentas iniciales (por ejemplo, mediante unos impuestos de cuantía fija y unas transferencias ideales) y dejar que la mano invisible guíe a la economía hacia el punto deseado”
.

O en palabras de otro autor:

“La importancia del segundo teorema del bienestar se halla en que la cuestión de la equidad distributiva puede separarse desde el punto de vista lógico de la cuestión de la eficiencia en la asignación”
.

Esto significa que no necesariamente existe ni exclusión ni dependencia entre eficiencia y equidad: según el 2º Teorema de la economía del bienestar se pueden lograr diferentes distribuciones equitativas establecidas con criterios no económicos sin sacrificar la eficiencia, siempre que a partir de una distribución previa al juego del mercado se deje a éste funcionar según sus propias reglas.

Sin embargo, en este punto, es importante distinguir entre dos posibilidades de significado de la expresión “equidad en la distribución inicial”. Se puede referir a la equidad en la distribución de los factores de la producción (educación, capacitación, derechos de propiedad) donde los resultados del juego del mercado de los factores se asumirían previamente como también equitativos, por lo que se lograría simultáneamente la eficiencia (mercado) y la equidad (resultados). O se puede referir a la equidad de los resultados del mercado de los factores en términos de poder de compra o ingresos, donde se requiere una redistribución de los mismos, en base a criterios no económicos, que corrija los resultados del juego de tal mercado, en cuyo caso no estamos hablando del 2º teorema, por lo que no necesariamente habría coincidencia entre eficiencia y equidad. Por último, la equidad en la distribución, ya no “inicial”, se puede referir a la transferencia directa de bienes de consumo, más allá de ambos mercados, el de los factores y el de los bienes
. La discusión ética se daría entonces antes del funcionamiento del mercado de los factores o del mercado de bienes (equidad en las oportunidades), donde lo que se modifica son las “restricciones” con las que un agente decide
, y después de dicho funcionamiento (equidad en los resultados). Ambas perspectivas exigen ir más allá de la racionalidad puramente económica.

Conviene recordar que hablar de un “antes” y un “después” del juego del mercado es un recurso puramente teórico. En la dinámica real del mercado la distribución “inicial” está cambiando permanentemente, sea porque las preferencias de los consumidores cambian, sea por cambios en las funciones de producción, lo cual origina que los factores y los bienes no mantengan constantemente sus precios relativos y que por eso mismo la distribución no sea siempre la misma. Por ejemplo, si cambia el precio relativo del trabajo (salario) porque ahora se pueden comprar menos bienes con las mismas horas de trabajo, la distribución “inicial” ha cambiado. Por eso algunos autores hablan de la necesidad de realizar una “continua revisión” de la distribución a través de diversos medios, como políticas que afecten a la propiedad de los factores (impuestos, por ejemplo), políticas educativas que redistribuyan el capital humano, el racionamiento o la provisión gratuita de ciertos bienes, las transferencias monetarias o la afectación directa de los precios (subsidios, controles, etc.). Sin embargo, se recomienda que se privilegien las políticas que modifican la distribución de los factores (propiedad, capital humano), más que las que afectan a los precios relativos, porque los cambios en estos últimos repercuten en la asignación eficiente
.

Sin embargo, la optimalidad en el sentido de Pareto es individualista en dos sentidos: 1) le preocupa el bienestar de cada persona y no el bienestar relativo (desigualdad) de diferentes personas; 2) es la percepción que cada individuo tiene de su propio bienestar la que cuenta (soberanía del consumidor)
. Además, el principio de Pareto no proporciona ningún criterio para saber qué punto de la curva (frontera de posibilidades de utilidad) es preferible a los demás o, en otros términos, cuando todos ganan, tal ganancia se puede medir, cuando uno gana y nadie pierde, también puede haber medición, pero cuando uno gana y uno pierde ya no se puede medir el resultado de tal variación
. Nos encontramos siempre con el problema de cuantificar la comparación de subjetividades o, en palabras utilizadas por los economistas, con la dificultad de establecer “comparaciones interpersonales de utilidad”
. Incluso el “principio de compensación” que intenta medir el valor monetario de lo ganado y lo perdido (en una transacción de intercambio o de transferencia) para poder hacer una comparación, implica que siempre aumente el total, de tal manera que si el total disminuye, aunque el que menos tenía haya ganado algo, no se recomienda la transacción
. De hecho, aunque la compensación puede incidir en la distribución, su objetivo no es la redistribución sino la eficiencia
.

1.6. Planteamientos actuales

de la economía del bienestar
A partir de estos primeros desarrollos, la economía del bienestar se ha diversificado dando lugar al planteamiento de nuevos problemas e intentos de solución. Sin embargo, subsiste la cuestión de origen: ¿cuándo y cómo debe intervenir el poder público en la vida económica? Este planteamiento supone la respuesta afirmativa a la cuestión de si debe o no darse esta intervención: el mercado real no siempre es eficiente y además no tiene una solución satisfactoria para el problema de la distribución, ambas deficiencias exigen la intervención del poder público. De hecho, las deficiencias del mercado y el crecimiento acelerado de las administraciones públicas en las sociedades modernas, han dado lugar al desarrollo de una disciplina que se orienta al estudio del sector público de la economía, la “ciencia de las finanzas”, cuya convergencia con la economía del bienestar ha dado lugar a la “economía pública”. A su vez, al interior de ésta se están dando múltiples desarrollos teóricos como la “economía de las Constituciones” y el “neoinstitucionalismo”
. ¿Se trata de una irrupción de la racionalidad económica en la vida política e institucional o de una politización de la economía?
 En cualquier caso, a medida que nos movemos de la racionalidad económica individual hacia la racionalidad colectiva, los límites entre la economía y la política, el derecho o la moral social son más imprecisos.

1.6.1. 
Las funciones del Estado

Todos los economistas convencionales están de acuerdo en que corresponden al Estado dos funciones básicas:

1ª 
Establecer el marco jurídico de la economía de mercado, por ejemplo, los derechos de propiedad, la legislación laboral, normas sobre contratos y quiebras, etc.

2ª 
Influir en la asignación de los recursos para mejorar la eficiencia económica, promoviendo el buen funcionamiento de los mercados con medidas que van desde la simple regulación de las relaciones económicas en los casos del poder de mercado, cuando éste es ineficiente, de los bienes públicos y de las externalidades a través de la ley, hasta un cierto tipo de planificación como es el caso de la “política industrial” o los diversos tipos de “programación económica”
.

A las cuales los autores que asumen el pensamiento de Keynes añaden otras dos:

3ª 
Determinar la política de estabilización macroeconómica, básicamente con el objetivo de atenuar los ciclos económicos, controlar la inflación, garantizar el empleo y promover el desarrollo. Para ello el Estado cuenta básicamente con dos grandes instrumentos: la política monetaria (control del dinero en todas sus formas) y la política fiscal (manejo del presupuesto público).

4ª 
Establecer programas que influyan en la distribución del ingreso, principalmente a través de los impuestos y el gasto público
.

Debido a que el marco jurídico nos remite a la teoría de las instituciones que trataremos más adelante y la estabilización macroeconómica rebasa el tema de este trabajo, nos enfocamos a las funciones segunda, mejoramiento de la eficiencia económica, y cuarta, influir en la distribución del ingreso, que definen al Estado como agente en el ámbito de la microeconomía y desde la perspectiva de la economía del bienestar. Asumiendo entonces las afirmaciones de los dos teoremas de la economía del bienestar se establecen dos grandes vertientes de la intervención del poder público en la vida económica de una sociedad:

Según el 1er Teorema de la economía del bienestar, corresponde al poder público facilitar y promover la eficiencia de los mercados, bien corrigiendo las imperfecciones de aquel durante su funcionamiento, como en los casos del poder de mercado y de las externalidades, a través de regulaciones o intervenciones directas, o bien, supliendo sus limitaciones a través de decisiones públicas en materia de financiamiento y asignación de bienes públicos.

Según el 2º Teorema de la economía del bienestar, le corresponde facilitar, promover y en su caso suplir la función distributiva de los mercados a través de mecanismos de redistribución de la riqueza, sea para garantizar una distribución justa previa al mecanismo de la oferta y la demanda, sea para corregir los resultados distributivos de tal mecanismo. Esta vertiente supone, por una parte, la elaboración de un procedimiento correcto para la toma de decisiones colectivas, lo cual nos remite a la teoría de la elección pública y, por la otra, un criterio de evaluación del bienestar social, lo cual nos remite a la discusión sobre la posibilidad de proponer una función de bienestar social que sirva de guía para la toma de decisiones públicas. Implícita a esta última cuestión está la de los bienes preferentes, y la concomitante del paternalismo, que serían aquellos bienes que, según algunos, el Estado debería obligar a consumir por referirse a los mínimos indispensables para la sobrevivencia o la participación social, por ejemplo, los cinturones de seguridad para los automovilistas, o la educación básica para todo ciudadano
.

1.6.2. 
Las imperfecciones o fallas del mercado

En el capítulo anterior (cap. 3: 2.5.) vimos que el mercado de competencia perfecta es una idealización de la teoría económica con fines de análisis y que en la realidad los mercados existentes son más o menos “imperfectos” en la medida en que alguno o algunos de los elementos supuestos teóricamente son inexistentes. Mencionamos como imperfecciones o “fallas”
 del mercado los bienes públicos (cap. 3: 4.2.1.), las externalidades (cap. 3: 5.1.) y las estructuras de mercado (cap. 3: 3.3. y 3.3.6.), a los que desde cierta perspectiva podemos añadir la información incompleta y asimétrica de los agentes (cap. 3: 3.2.). Estas deficiencias de los mercados reales exigen la intervención del poder público para ser corregidas, aún cuando nos limitemos a la consecución de la eficiencia
.

Sobre los bienes públicos, explicamos que constituyen una imperfección del mercado porque no pueden ser asignados eficientemente por éste al no ser susceptibles de recibir un precio. En este caso las instituciones del Estado se enfrentan a dos problemas: ¿qué bienes públicos se deben producir? y ¿cómo financiarlos? Como es evidente la primera cuestión plantea el problema técnico de cómo conocer las preferencias de quienes van a recibir sus beneficios, puesto que no se pueden manifestar a través de la demanda en el mercado. Dado que no sea posible poner un precio de mercado a un bien público, la decisión queda en manos del poder público que deberá contar con un criterio de evaluación sobre lo que es “mejor” para la sociedad, lo cual nos remite a la ética social a través de la necesidad de establecer una función de bienestar social y, además, requerirá de un procedimiento para la toma de tal decisión, suponiendo que se trata de una sociedad democrática, lo cual nos remite a la teoría de la elección pública
.

Las externalidades constituyen imperfecciones porque son consecuencias económicas no mediadas por el mercado. Vimos que para corregirlas existen dos caminos: la intervención del poder público, a través de controles directos o del cobro de impuestos, lo cual nos remite también a las decisiones colectivas con sus criterios y procedimientos, o las soluciones privadas, a través de la negociación entre particulares o de una resolución jurídica, ambas cuestiones implican la delimitación clara de los derechos de propiedad, lo cual nos remite al marco jurídico de las relaciones económicas
.

Las estructuras de mercado constituyen una imperfección porque no permiten la competencia perfecta debido a que unos agentes tienen más “poder de mercado” que otros. Cuando este problema genera ineficiencias o pérdida de bienestar social, nos remite directamente al marco jurídico de las relaciones económicas y a las intervenciones del poder público a través de los impuestos o de las reglamentaciones legales
.

La asimetría en la información constituye una imperfección porque las decisiones económicas en el marco de la teoría vigente suponen en todos los agentes el conocimiento perfecto, y por lo tanto simétrico, de las condiciones del mercado (precios, cantidades y tecnología) por parte de todos los agentes. Las tres vertientes del conocimiento económico, como información sobre el mercado, como certidumbre sobre los resultados de una decisión y como conocimiento de las reacciones de los otros agentes económicos, constituye claramente un fenómeno social que implica al menos las cuestiones de los derechos de “propiedad intelectual” y de la comunicación social. Nos ubicamos así de golpe en el ámbito de la moral social y del papel de las instituciones del Estado en la regulación de las relaciones económicas. De hecho el problema de la asimetría en la información de los agentes económicos ha dado lugar a una disciplina con dos vertientes: la teoría económica de la información
 y la teoría económica de la incertidumbre
.

1.6.3. 
La redistribución del ingreso

Todas las imperfecciones del mercado mencionadas anteriormente repercuten en la distribución del ingreso, sea por vía de la eficiencia, como es el caso de las estructuras de mercado, sea por vía de la asignación de los recursos, como es el caso de los bienes públicos, las externalidades y la información. Se plantea así la segunda vertiente del papel del poder público en el ámbito de la economía, la redistribución del ingreso, definida como el conjunto de medidas de política económica tendientes a modificar la distribución del ingreso
.

Básicamente, se dan dos modos de redistribución del ingreso por parte del poder público: tomando parte de los ingresos de los agentes económicos, por ejemplo, a través de impuestos, y gastando sus propios ingresos, por ejemplo, a través de la prestación de bienes y servicios públicos o a través de transferencias de dinero, como en el caso de las pensiones
. En ambos casos existen riesgos que exigen ser evaluados. Los impuestos excesivos sobre el ingreso pueden desalentar la inversión y conducir a la economía a reducir el ingreso producido, mientras que una gran oferta de bienes y servicios públicos gratuitos pueden desequilibrar las finanzas públicas y, en el extremo, desalentar la oferta de trabajo, es decir, la disposición de los agentes a trabajar
. Caemos así en una de las paradojas de la dinámica económíca actual, según la cual la intervención del poder público en la redistribución del ingreso puede provocar una disminución de la producción posible y por lo tanto que haya menos para distribuir. Por ello, si se admiten políticas de redistribución o de distribución “inicial” deben ser permanentemente corregidas, recordando que el juego del mercado tiende a modificar cualquier distribución establecida.

Los bienes preferentes, es decir, aquellos que el poder público considera que es obligatorio consumir, como el uso de cinturones de seguridad o la educación básica obligatoria, plantean de manera muy clara el conflicto entre la libertad individual y las consideraciones de interés colectivo. En otras palabras, plantean el dilema entre paternalismo por parte del Estado, a costa de limitar la libertad individual, o el respeto absoluto a ésta, aún a costa del daño a sí mismo o a los demás
. La otra cara de los bienes preferentes son aquellos que el poder público prohibe consumir, como en el caso de algunas drogas. Ambas cuestiones plantean el problema de los criterios que fundamentan las decisiones del poder público, y en última instancia nos remiten a los acuerdos sociales básicos sobre los mínimos comunes a todos los miembros de una sociedad, es decir, ya no tanto a aquellos bienes que el poder público puede obligar a consumir o no, sino a aquellos bienes que un Estado debe garantizar para todos sus ciudadanos. Una vez más, la respuesta se debe buscar en una concepción de la justicia y no tanto en la racionalidad económica vigente.

1.6.4. 
La teoría de la elección pública
La perspectiva de la economía que nos ofrece la economía del bienestar implica necesariamente la consideración de las entidades públicas como agentes económicos, es decir, como sujetos de decisiones económicas. Si antes habíamos reflexionado sobre la racionalidad (económica) de las decisiones (económicas) de los agentes (económicos) privados, ahora será necesario analizar la racionalidad (político-económica) de las decisiones (político-económicas) de las entidades públicas.

Comúnmente se habla del “Estado” o del “Gobierno” como paradigmas de entidades públicas que intervienen en la economía. Para referirse a las áreas de la economía sobre las que inciden las decisiones del Estado se habla de “sector público de la economía”, y si nos queremos referir a la función propia de tales entidades en el ámbito económico se habla de “administración pública”.

En las economías actuales el sector público es amplísimo, tanto por el crecimiento de las entidades públicas, como por el fenómeno de la “socialización”
 que amplía cada vez más el ámbito de las relaciones y los problemas colectivos. Desde el punto de vista del Estado, abarca dos grandes vertientes: la tributación (los impuestos en todas sus formas y su incidencia en la distribución del ingreso y la eficiencia) y el gasto (en todas sus asignaciones como la defensa nacional, la educación, la salud, la seguridad social, etc.). Desde el punto de vista de los bienes sobre los cuales se dan las decisiones públicas, la cuestión se refiere a los bienes públicos y las externalidades. Esto implica que no se trata ni de la misma racionalidad, pues ahora el sujeto es una entidad pública, ni de la misma materia sobre la que se decide, puesto que ya no se trata de los bienes que pueden recibir un precio de mercado.

Bienes públicos y externalidades. Lo propio de los bienes públicos es que no pueden ser asignados eficientemente por el mecanismo de la oferta y la demanda, pues este mecanismo implica que los bienes intercambiados puedan dividirse y ser objeto de propiedad privada, de tal manera que en el “regateo” se encuentra un precio en el que oferente y demandante están de acuerdo. En cambio los bienes públicos por ser indivisibles no pueden ser propiedad privada y por lo tanto no hay agentes particulares que puedan regatearlos y al no recibir un precio de mercado no se puede conocer su importancia relativa para los consumidores por medio de tales “señales” (precios). Por eso mismo, a ningún agente particular (productor, vendedor) le convendrá suministrarlos si lo que busca es maximizar su propio beneficio. En el mercado pueden subsistir las diferencias entre las preferencias de los consumidores porque la asignación de los bienes “se contrata” de agente particular a agente particular. Pero cuando se asignan los bienes públicos el resultado es único para muchos agentes, por ejemplo, la defensa nacional, un puente o un parque público
.

Lo mismo sucede con las economías o deseconomías externas, o externalidades, que son una consecuencia de la naturaleza de los bienes públicos. Es imposible poner un precio de mercado al costo social de la contaminación o a los beneficios sociales de una innovación tecnológica. Sin embargo, no olvidemos que la dinámica de mercado tiende a “internalizar” las externalidades, es decir, a buscar maneras de ponerles un precio. Hace algunas decenas de años no era común pagar por circular en una carretera y tal vez aún hoy sea inconcebible para ciertas poblaciones pagar por el agua que se bebe.

Por otra parte los bienes públicos son irrenunciables. Esto exige que el Estado intervenga en su asignación. Pero recordemos que el Estado no es un sujeto económico como lo define la teoría económica cuando se refiere a consumidores y productores. El agente particular busca maximizar su propio bienestar, mientras que el Estado busca la maximización del bienestar social, por eso las elecciones públicas responden a una lógica diversa. Sin embargo, la evaluación de las mismas, por estar orientadas a la economía, se debe hacer también, aunque no sólo, desde criterios económicos. La teoría de la elección pública intenta responder a las cuestiones que plantea esta diferencia o, en otros términos, ¿cómo aplicar criterios e instrumentos económicos a las decisiones públicas en el ámbito de la economía?
 En la práctica los resultados de una decisión pública pueden ser ineficientes o eficientes, o pueden consistir simplemente en una redistribución de la riqueza que no aumente el bienestar total
.

Los agentes públicos. Sin embargo, lo que hemos denominado Estado o entidades públicas son una realidad muy compleja en la que confluyen varios actores con intereses  y racionalidades diferentes. En primer lugar está el gobierno o quienes aspiran a serlo, por ejemplo los partidos políticos. Como en una sociedad moderna se supone que estos actores son representantes de los intereses de los diversos sectores sociales o de la sociedad en su conjunto, su objetivo directo no puede ser la maximización de su propio bienestar. Tal vez se pueda afirmar que la motivación de los políticos es mantenerse en el gobierno o llegar al mismo y como nos estamos refiriendo a sociedades democráticas, o que están en camino de serlo, su objetivo se concreta en “maximizar los votos a su favor”, lo cual sugiere la idea de “mercado político”
 concepción que ha llevado al desarrollo de la “teoría económica de la política”
. Pero a su vez, tanto los gobernantes como los que aspiran a serlo padecen la presión de grupos particulares de interés, formándose así un “mercado político paralelo”
. Piénsese por ejemplo en los casos de financiamiento de las campañas partidarias en algunos países de América Latina por parte de grupos económicos o incluso de narcotraficantes, o en las grandes transnacionales norteamericanas y su “cabildeo” en el Congreso de los Estados Unidos.

El tercer actor de las decisiones públicas es la burocracia que desempeña la función administrativa de las entidades públicas. En general todo nuevo proyecto o programa público genera una nueva burocracia o aumenta la ya existente. Como en el caso de los demás agentes económicos públicos, en el desempeño de la burocracia es difícil medir su rendimiento económico, porque es más difícil que en una empresa establecer la relación entre los factores utilizados, por ejemplo, recursos financieros y número de empleados, y el producto final, por ejemplo, el de un programa de becas para investigadores o el de un programa de salud. A esto se agrega que en el sector público siempre existe una multiplicidad de objetivos y a veces no se tiene clara su priorización, por ejemplo, cuando un programa social tiene a la vez el objetivo de aumentar la productividad y el de disolver conflictos sociales.

Lógicamente también es importante conocer las motivaciones más comunes de los burócratas, pues son diferentes tanto de las que realizan los agentes particulares como de las que hacen los políticos y los grupos de poder. Evidentemente también se trata de la maximización del interés propio, pero su contenido es diferente. Para el burócrata sus beneficios aumentan no tanto en función de su productividad sino en función de los recursos públicos que logra captar para su programa, y eso lo consigue maximizando el tamaño del organismo que dirige o al que pertenece. En esta perspectiva, lo importante no es competir en el mercado sino competir con otros funcionarios por los fondos públicos, por eso los clientes de la burocracia no serán los consumidores finales sino las instancias que la fiscalizan
. Esta “racionalidad” propia del burócrata se ha formulado en una especie de axioma: “un funcionario desea multiplicar sus subordinados no sus rivales... los funcionarios se crean trabajo mutuamente”
. Por eso no es gratuito afirmar que para la burocracia la ineficiencia (más recursos para la misma producción o menos producción con los mismos recursos) puede resultar deseable
. Por último, si consideramos que el burócrata generalmente tiene más información sobre su área de trabajo que quienes lo vigilan, puede aumentar su beneficio manipulando la información disponible, por ejemplo, afirmando que existen menos alternativas que las reales o justificando un gasto excesivo para conseguir más presupuesto. En general, el funcionario público tiende a ser conservador en el sentido de que rehuye los riesgos, porque en la opinión pública se remarcan más sus errores que sus éxitos, lo cual hace las decisiones burocráticas mucho más lentas y complicadas
.

Por último, también existe la posibilidad de crear algún tipo de institución pública “especializada en promover el mejoramiento de la administración, coordinación y evaluación de resultados”
 y que permita separar lo administrativo de lo político para lograr mayor eficiencia en el ámbito de la administración pública
.

Las decisiones públicas. La toma de decisiones públicas enfrenta dos grandes problemas:

1º 
si las preferencias de los consumidores sobre bienes públicos no pueden ser reveladas por el mecanismo de la oferta y la demanda ¿cómo conocerlas? Y

2º 
si la decisión sobre los bienes públicos tiene una consecuencia única para todos los consumidores ¿cómo transformar (los economistas dicen “agregar”) las preferencias individuales en una única preferencia colectiva?

Lo ideal sería que siempre existiera unanimidad sobre los bienes públicos que son más necesarios y su modo de financiarlos, pero esta unanimidad nunca se da en la realidad. En la práctica es imposible conocer las preferencias de todos los individuos de sociedades tan complejas como las actuales. Debido a que el otorgamiento de un nuevo servicio público siempre va asociado a la necesidad de su financiamiento, y éste generalmente se obtiene vía impuestos, lo más posible es que cada individuo tienda a no revelar sus preferencias, esperando que otros sí lo hagan, de manera que finalmente tal servicio sea financiado con un tipo de impuestos o de medios que no le cuesten a él, pues si es un bien público de cualquier manera recibirá sus beneficios
.

En sociedades donde no existe una cultura económica muy difundida, la gente no se plantea el problema de cómo se van a financiar sus peticiones de servicios públicos y la forma más común de revelar sus preferencias consiste en la presión política, que se canaliza a través de movilizaciones sociales o a través de pactos cupulares. De parte del gobierno parece ser que la única salida es el sondeo de la opinión pública, con las dificultades propias del ocultamiento o la distorsión de las preferencias, el de las votaciones en el Congreso y, sobre todo, el de la respuesta a grupos de interés.

Este hecho nos introduce en el problema de la “agregación” de las preferencias individuales o grupales divergentes Desde la perspectiva de los países llamados democráticos, las grandes decisiones de la administración pública no han encontrado, al menos formalmente, mejor solución que la de asumir la voluntad de las mayorías que pasa siempre por las votaciones en el Congreso. En países con una democracia incipiente, al menos formalmente, parece ser también esa la tendencia. Las decisiones por unanimidad son siempre las mejores pero tienen la gran desventaja de que requieren mucho tiempo y energías para ser elaboradas, además de que son susceptibles de ser paralizadas por una de las partes.

Sin embargo, las decisiones por mayorías tampoco garantizan que siempre queden expresadas realmente las preferencias individuales en la decisión colectiva. Un riesgo siempre latente en la votación por mayorías es lo que se ha llamado “la tiranía de las mayorías” que además de ser injusta no siempre es eficiente, ni siquiera en el sentido de Pareto, pues se pueden elegir opciones que mejoren a la mayoría y que a la vez disminuyan el bienestar de la minoría
. Por eso para las decisiones más trascendentales se propone la mayoría de dos tercios
.

Cuando varios individuos o grupos con preferencias diferentes deben elegir una entre más de dos opciones y se utiliza el método de las mayorías (al menos la mitad más uno) se pueden dar los siguientes resultados:

-
se da la mayoría pero siempre gana la opción del votante medio cuando las preferencias son unimodales, es decir, cuando los votantes siempre votan por su opción o por la que más se acerque a ésta (se trata obviamente de opciones entre cantidades)
,

-
no se da la mayoría, cuando las preferencias agregadas son intransitivas (aunque las preferencias individuales de los votantes no lo sean), es decir, cuando preferir A a B y B a C no significa que se prefiera A a C. Este resultado se debe a “la paradoja del voto” que introduce en un círculo cerrado en el que A se prefiere a B, B se prefiere a C, y C se prefiere a A y es imposible que se dé una mayoría. En este caso, en el que lo importante es el último resultado después de haber votado entre parejas de opciones, todo depende del orden en el que se den las mismas, por lo que la parte que maneja la agenda de votaciones puede manipular el orden a su favor
.

Nos encontramos nuevamente con la dificultad de articular las racionalidades individuales propias de la teoría económica convencional con la racionalidad colectiva. Joseph Kenneth Arrow (1921) demostró formalmente que esta articulación, con ciertas condiciones de aceptabilidad, es imposible. Según su teorema de imposibilidad no existe ninguna regla de agregación (de transformación de las preferencias individuales diversas en una preferencia colectiva) que satisfaga las siguientes condiciones:

1) 
dominio universal: no se puede excluir ningún orden individual de preferencias,

2) 
independencia de las alternativas irrelevantes: las alternativas que no se están votando no deben influir en las que se están votando,

3) 
unanimidad (condición paretiana): si todos los individuos prefieren A a B, también la sociedad debe preferir A a B,

4) 
no dictadura: las preferencias de la sociedad no pueden coincidir sistemáticamente con las de un individuo particular,

5) 
transitividad: si la sociedad prefiere A a B y B a C, debe preferir A a C
.

El teorema de Arrow se puede formular como sigue:

“... no existe ningún sistema de votación basado en el criterio de la mayoría que garantice la eficiencia, respete las preferencias individuales y no dependa del orden del día. En otras palabras, nunca se ha diseñado un sistema de votación… que garantice que la votación por mayoría será coherente y que llevará a la sociedad a su posición más deseable”
.

El problema de raíz está, nuevamente, en las limitaciones de concebir las utilidades como ordinales, es decir, comparables como “más” o “menos” preferidas, y no como cardinales, o sea, “cuánto más” o “cuánto menos” preferidas, lo que impide comparar las “intensidades” de las preferencias, tanto en un sistema individual de preferencias como en la relación entre los sistemas de preferencias de varios individuos. Para ambos casos se han propuesto, o se han detectado en la realidad, algunos medios para manifestar las comparaciones entre utilidades que no pasan por los mecanismos del mercado y que van desde el establecimiento de un “mercado de votos” en el congreso de una nación, hasta el reconocimiento de la perseverancia en las “colas” para acceder a ciertos bienes o servicios como expresión de las intensidades relativas de las utilidades
.

De cualquier manera la teoría de la elección pública sigue siendo más un intento por ampliar la lógica de la elección individual característica de los mercados a otras áreas de la vida social, particularmente a la política
. Ekelund y Hébert, autores de una reciente historia de la economía, concluyen así su capítulo sobre la teoría de la elección pública:

“... se ha planteado demostrar que las nuevas y continuas investigaciones en economía política han utilizado y están utilizando los sencillos modelos de la competencia y el egoísmo patrocinados desde hace tanto tiempo por Adam Smith. Aquí, el rasgo peculiar -y la lección esencial de nuestra discusión- es que el egoísmo, como motivo económico básico, no difiere en la forma cuando uno está comprando un cucurucho de helado o cuando hace campaña para ser tesorero de la ciudad. Estos motivos -en la forma, si no en la clase- impregnan las actividades de todos los humanos. La teoría de la elección pública y su aplicación... es un medio válido para introducir el análisis económico en otros campos de la acción humana. Al hacerlo así, amplía el alcance de la disciplina, aproximándola a la concepción original de Adam Smith, una concepción de la economía como parte de una investigación política y social más amplia”
.

Otros economistas, que coinciden con las aspiraciones de los teólogos latinoamericanos, consideran que es necesario estimular

“el estudio de la lógica más amplia de la elección a través de una integración creciente de la teoría económica de hoy, la ciencia política y áreas significativas de la filosofía, como una «nueva» disciplina de economía política”
.

1.6.5. 
La función de bienestar social
Si las reglas de elección colectiva no resuelven el problema de transformar las preferencias individuales en una decisión colectiva satisfactoria
, existe la necesidad de establecer criterios que orienten tal tipo de decisiones, más allá del sistema de votaciones para que éstas no tengan siempre la última palabra. Una solución puede estar en la aplicación del análisis costo-beneficio, que supera la deficiencia propia de las votaciones consistente en el ocultamiento de las diferencias en las intensidades de las preferencias de los votantes (o cuánto se prefiere una opción a otra). Su método para medir dicha intensidad consiste en estimar lo que cada “votante” (agente económico) estaría dispuesto a pagar por cada opción. Pero nuevamente nos encontramos con la dificultad de conocer las preferencias reales de los consumidores
. Sin embargo, se trata de un método ampliamente utilizado por lo que conviene detenerse un poco en la manera de concebirlo. Su núcleo es sencillo: los beneficios son las consecuencias de una política que aumentan el bienestar social, mientras que los costos son las que lo disminuyen, bajo el supuesto de que existe un acuerdo social sobre lo que son beneficios y lo que son costes (función de bienestar social)
. El costo/beneficio social se puede formular como la suma algebraica de los costos/beneficios privados (los que afectan al agente que toma la decisión) y los costos/beneficios externos (los que afectan a quienes no tomaron la decisión). La aplicación de este método supone también la solución de ciertos problemas
.

En primer lugar, es necesario definir cuál es el ámbito de lo social, en el espacio y en el tiempo, al que se refieren los costos: ¿están incluidos sólo los miembros de una localidad? ¿están incluidos sólo los miembros de una nación? ¿se incluyen también los miembros de otros países? ¿a cuántas generaciones futuras se extiende tal ámbito? Cuando se trata de los costos sociales de la contaminación o el deterioro del medio ambiente, es inevitable responder a estas preguntas si se quiere hacer una evaluación correcta. Cuando una decisión tiene consecuencias positivas (beneficios) para algunos y consecuencias negativas (costos) para otros, se presenta la dificultad de determinar el costo/beneficio neto. Es necesario también distinguir entre lo que son meras transferencias o pérdidas-ganancias, que pueden representar costos/beneficios individuales, y lo que son costos/beneficios sociales. Otra distinción importante es la que se debe dar entre costos/beneficios de corto y de largo plazos
. De cualquier manera, permanecen el problema de la agregación de utilidades individuales y el de los costos de transacción
, que vimos anteriormente (cap. 3: 2.4.3.) y que profundizaremos en la sección dedicada a la teoría económica institucional.

La función de bienestar social sería la otra alternativa. Una función de bienestar social es un índice o criterio que nos dice cuándo una sociedad está mejor o, en otras palabras, cuándo una decisión colectiva maximiza el bienestar social, lo cual nos coloca ya en el terreno de la dimensión política de la ética social. De hecho, actualmente se están multiplicando los intercambios entre economistas del bienestar y filósofos de lo social en torno a la cuestión de la función de bienestar social, que tiende a evolucionar hacia el concepto de “calidad de vida”
, lo cual fortalece el principio metodológico que aquí se propone de que la economía del bienestar es uno de los puentes naturales entre la microeconomía y la ética. Cuál deba ser la función de bienestar social en un país, o a nivel internacional, es un problema de determinación de los fines sociales de la actividad económica y esta determinación requiere una mediación política de la ética social. La última palabra no la tendría entonces la política-política, ni los políticos, sino la moral social cuyo sujeto y origen es la sociedad, pues “... no son los políticos creadores de valores, sacerdotes de una religión secularizada, sino gestores de aquellos valores que la sociedad ya comparte”
. Así, las entidades públicas se ubicarían en la tensión entre eficiencia y distribución-equidad, entre intereses individuales y bienestar social, entre racionalidad económica y racionalidad ética. Por eso la economía del bienestar se prolonga en las teorías económicas de la justicia; “económicas” porque suponen la racionalidad económica que formula la teoría económica convencional y sin negarla intentan encontrar una respuesta a la cuestión de la justicia, específicamente la distributiva
.

En este contexto, la función de bienestar social daría lugar entonces, a tres cuestiones interrelacionadas:

1ª 
la que se plantea la economía del bienestar, que provisionalmente podemos formular como ¿qué es lo mejor desde el punto de vista social?,
2ª 
la que se refiere al contenido del bienestar o de la calidad de vida y en última instancia de la justicia socio-económica que podemos formular como ¿que es lo que se debe igualar?, y

3ª 
la que se refiere a las relaciones entre calidad de vida y diversidad cultural, que se puede formular como ¿existe un criterio de bienestar común a las diversas culturas?

Desde la economía del bienestar se han dado varias respuestas a la primera cuestión, ¿qué es lo mejor desde el punto de vista social?, pero todas permanecen en el ámbito de la maximización de las utilidades.

Como vimos antes, para los paretianos una sociedad está mejor cuando aumenta la suma de utilidades siempre y cuando no disminuya la de ningún individuo. Si una decisión colectiva aumenta la suma total de utilidades es buena si no disminuye la de nadie, sin importar los resultados en la distribución.

Para el utilitarismo más simple una sociedad está mejor cuando aumenta la suma de utilidades individuales. Esto supone que se puedan sumar las utilidades individuales. Si una decisión colectiva aumenta la suma total de utilidades es buena aún cuando los pobres resulten más pobres y los ricos más ricos.

Otros destacan la dimensión subjetiva de la utilidad y afirman que no son equivalentes las utilidades de un rico y de un pobre, pues cuando un pobre pierde o gana algo, pierde o gana más que un rico, aún cuando las utilidades de ambos sean equivalentes en términos monetarios. Una decisión colectiva sería buena sólo si la ganancia (monetaria) del rico fuera mucho mayor que la pérdida (monetaria) del pobre, o aún cuando la pérdida (monetaria) del rico fuera mucho mayor que la ganancia (monetaria) del pobre.

Para los igualitaristas lo importante es que las diferencias entre los individuos sean cada vez menores aunque no aumente, o aunque disminuya, la suma total de utilidades. Una decisión colectiva es buena cuando disminuye la distancia entre pobres y ricos
.

Sin embargo, con la crítica de John Rawls al utilitarismo, y su propuesta de los bienes primarios como contenido de la justicia, según la cual lo importante es que, dado un mínimo de bienes primarios, cualquier decisión colectiva siempre mejore la situación de los más pobres, por lo que no es admisible una decisión que mejore el bienestar de los ricos si reduce el bienestar de los pobres, aún cuando aumente la utilidad total de la sociedad
, la discusión se orientó a la búsqueda de contenidos del bienestar que vayan más allá de la pura utilidad, lo cual nos lleva a la segunda pregunta.

Tal pregunta, ¿qué es lo que se debe igualar?, recibe actualmente numerosas respuestas que se pueden simplificar en tres grandes vertientes:

- 
las objetivistas, que proponen como materia de la calidad de vida un “paquete” de bienes socio-económicos (el Ïndice de Desarrollo Humano de la ONU o el Bienestar Económico Neto de Samuelson),

- 
las subjetivistas, que permanecen en el criterio de la utilidad (la economía del bienestar en sentido estricto), y

- 
las de la “vía intermedia”, de las que podemos mencionar,

. 
la propuesta de Amartya Sen sobre las “capacidades” o “funcionamientos” y que se refiere a “estados de las personas” posteriores a la posesión de un bien, pero previos a la utilidad o nivel de bienestar; y

. 
la de G.A. Cohen sobre el “acceso a las ventajas”, que añade a la propuesta de Sen el matiz de que tal acceso puede no depender de las capacidades de una persona sino ser recibido por la misma pasivamente, por ejemplo, en el caso de un enfermo o de un niño
.

La tercera pregunta, ¿existe un criterio de bienestar común a las diversas culturas?, se refiere al conflicto entre relatividad y universalismo, cuya solución remite al campo de lo que podríamos llamar una ética intercultural o transcultural que buscara las bases antropológicas de un diálogo entre culturas. La manifestación más notoria de esta reflexión se está dando actualmente en el debate entre diversas corrientes de la ética social, particularmente entre comunitaristas y neoaristotélicos, por una parte, y neocontractualistas y neokantianos, por la otra
, aunque tiende a haber convergencias entre ellos
.

1.7. 
Balance ético sobre la economía del bienestar
Los desarrollos teóricos de la economía del bienestar llevan al límite las posibilidades éticas de la microeconomía, básicamente detectando los puntos en los que ésta deja abiertas custiones normativas fundamentales (principalmente las respuestas a las llamadas fallas del mercado, a los problemas de la distribución y al papel del Estado en la economía)
 y que tienen como eje común el problema de la articulación entre racionalidad individual y racionalidad colectiva y el concomitante de la articulación entre subjetividad y objetividad. En su búsqueda de respuestas a estas cuestiones la economía del bienestar da un paso clave al demostrar la posibilidad teórica de separar el problema de la eficiencia del problema de la mejor distribución (2º Teorema de la economía del bienestar), llevándonos así hasta los umbrales de la política y de la reflexión ética.

Las cuestiones, ya político-económicas, de la elección pública desembocan necesariamente en planteamientos claramente éticos, fundamentalmente en la necesidad de establecer los criterios para discernir los costos y beneficios humanos de las decisiones públicas de carácter económico y, en última instancia, en la necesidad de establecer una función de bienestar social, que sirva como punto de referencia ético para establecer el marco institucional en el que funcionan los mercados y para orientar las grandes decisiones de política económica de una sociedad dada. La postulación de una función de bienestar social supone la solución o la superación de los problemas de las comparaciones interpersonales de la utilidad y de la agregación de las utilidades individuales.

Sin embargo, la economía del bienestar no logra superar las trampas del individualismo metodológico ni las del utilitarismo clásico, al no proponer una teoría de la justicia que vaya más allá de la simple extensión de la racionalidad individual al ámbito social, que proponga un criterio de decisiones sociales diferente a la pura maximización global y que priorice lo justo sobre las concepciones particulares de lo bueno.

En síntesis, la economía del bienestar construye puentes entre racionalidad económica, racionalidad política y racionalidad ética, y entre racionalidad individual y racionalidad colectiva, perfilando claramente los límites que impone la microeconomía al pensamiento ético, pero señalando también las posibilidades de integrarla en algún momento del método ético, sin necesidad de recurrir a un paradigma económico alternativo, hoy inexistente. Sin embargo, todo lo anterior supone el esclarecimiento de las relaciones que existen entre la economía real y las instituciones. Este es el objetivo de las siguientes páginas.

2. 
La teoría económica institucional
El debate actual sobre la economía del bienestar desemboca necesariamente en la cuestión del papel de las instituciones en el desempeño económico. Ya en el esbozo histórico (cap. 2: 4.3.) concluimos con la mención del enfoque institucional del análisis económico como un puente entre la microeconomía y una teoría de la justicia económica. El debate actual sobre la ética y la economía muchas veces se polariza planteando falsas alternativas que resultan de diagnósticos simplistas que, a su vez, son consecuencia de ignorar la complejidad de la realidad y el pensamiento humanos. A veces queda la impresión de que estamos condenados a elegir entre eficiencia y justicia, entre intereses individuales e intereses colectivos o entre mercado y Estado. Sin ignorar que muchas veces el conflicto entre estos binomios subyace a muchos dilemas morales de la praxis cotidiana, la reflexión ética nos debe ayudar a encontrar modos de articular, combinar en dosis diversas y jerarquizar los valores implicados en tales realidades. Para ello es necesario acudir a teorías, como la que ahora proponemos, que nos permitan manejar tal complejidad.

La exposición de la economía del bienestar puede dejar la impresión de que el mercado sólo se refiere a cuestiones de eficiencia, mientras que la política y las instituciones sólo tendrían que ver con la distribución de los bienes económicos. Es evidente que el mercado incide también en la distribución, pero no lo es tanto, o al menos no se ha profundizado en ello, que los procesos políticos, el marco jurídico y otro tipo de instituciones de origen cultural incidan en la eficiencia.

Reconocer que la eficiencia no es sólo resultado del funcionamiento de los mercados, amplía nuestra visión de la economía, lo cual permite desplazar el eje de la discusión sobre la economía a cuestiones sociales más amplias y detectar otro tipo de causas cuando abordamos fenómenos como el de la pobreza. En realidad, la ineficiencia es una de las causas de la pobreza, por lo que no toda pobreza puede ser explicada sólo desde la distribución, sin olvidar que muchas veces la mala distribución es también una consecuencia de la ineficiencia
. Y si la ineficiencia no puede ser explicada sólo desde los mecanismos del mercado sino que en su explicación también se deben incluir cuestiones institucionales, entonces éstas también son importantes para la explicación de la pobreza desde la perspectiva de la eficiencia.

La teoría económica institucional de Douglass C. North intenta responder a esta cuestión, formulada de la siguiente manera: ¿qué es lo que determina los patrones de evolución divergentes de las sociedades, las estructuras políticas y las economías a lo largo del tiempo? y la concomitante de ¿por qué algunas economías nacionales persisten en la ineficiencia durante largos períodos de tiempo?

Al proponer la teoría económica institucional como mediación para la ética no nos estamos alejando de nuestro propósito fundamental de elaborar una ética de la economía que pueda orientar una praxis que, desde criterios éticos coherentes con la teología cristiana, responda a los graves problemas de injusticia que padecen las sociedades actuales. Sin embargo, como países pobres, ni todos nuestros males vienen del mercado, ni todos nuestros males vienen del mundo desarrollado.

La teoría económica institucional nos ayuda a discernir entre las causas de la pobreza que, vía eficiencia, vienen del mercado y las que, también por vía de la eficiencia, vienen de las instituciones; pero también nos ayuda a distinguir entre las causas que, esta vez vía instituciones, vienen del primer mundo y las que son generadas, también vía instituciones, desde el interior de las sociedades pobres o, en último caso, a constatar si se trata de una mezcla de ambos tipos de causas.

Este enfoque supone que, por nuestra parte, estamos asumiendo la eficiencia como respuesta a un problema de escasez, pero también que la estamos asumiendo como un valor no sólo económico sino además social y en última instancia moral. En países pobres la ineficiencia tiene repercusiones económicas y sociales tan amplias y profundas que, cuando se trata de ineficiencia por corrupción, por indolencia o por concepciones ideológicas, sería incongruente no imputarle responsabilidades morales
.

La inclusión de una teoría de las instituciones como mediación entre la teoría económica y la teoría de la justicia, aporta los siguientes enriquecimientos teóricos:

- 
ayuda a comprender la naturaleza (qué son las instituciones) y los mecanismos (cómo funcionan y cómo cambian) del objeto propio de una teoría de la justicia, es decir, de la estructura básica de una sociedad,

- 
ayuda a comprender la relación existente entre mercado e instituciones y por lo tanto a superar la visión naturalista de aquél y

· propone la ampliación de la concepción de racionalidad económica postulada por la microeconomía, añadiéndole factores psicológicos, políticos y culturales que permiten ampliar las implicaciones éticas (márgenes de libertad y valores) del comportamiento económico.

Pero antes de exponer la teoría de North es indispensable aclarar los términos.

2.1. 
Los usos del término “institución”

El uso común del término institución remite más a su carácter estático (“cosa establecida”) que a su carácter dinámico (“acción de establecer”)
. Nos parece que muchos prejuicios contra la importancia de considerar las instituciones como mediaciones para el cambio social vienen de este reduccionismo
. Esto ha dejado “la defensa de las instituciones” en manos de los sectores más conservadores de las sociedades y muchas veces ha llevado a la automarginación de los sectores más críticos, debido a lo que Assmann llama “un falacioso sesgo antiinstitucional”
. Lo mismo ha sucedido con la ambigüedad que proviene del infinitivo instituere, del que deriva institutionem/institutio, pues se ha destacado más su sentido pasivo (“asumir”, “recibir”, “concordar”) que su sentido activo (“poner”, “construir”) aún cuando ambos tienen el sentido de cambio o pasaje de un status a otro en vista de un fin.

La sociología abunda en definiciones de las instituciones, que van desde modo establecido de comportarse, o procedimientos, hasta principios reguladores, pautas o normas. Algunas de estas definiciones distinguen entre los usos y costumbres y las instituciones propiamente dichas, pero otras establecen una continuidad entre usos, “mores” e instituciones, en un proceso que va de lo más impreciso e informal a lo más preciso y formal. Para algunos la acumulación de roles constituye una institución, mientras que otros acentúan el aspecto sistémico de las instituciones, de tal manera que éstas serían subsistemas de un sistema social. Por último, hay quienes las identifican con la cultura en sentido amplísimo, es decir, como lo que diferencia al ser humano del animal
. De cualquier manera, las diferentes nociones de institución están estrechamente vinculadas a la noción de norma social, pero aquí también existe una gran variedad de definiciones y clasificaciones
.

La consideración de todos los sentidos del término institución nos permite superar la noción corriente de “cosa recibida o asumida” y pensar más en “relaciones humanas” cuando escuchamos o utilizamos tal término. Desde esta perspectiva más amplia podemos definir como institución

“toda situación social, más o menos estructurada y determinada por hechos, convenciones, valores, costumbres, tradiciones, a la cual individuos y grupos dan su adhesión directa o mediada... se trata de relaciones humanas mediadas por reglas (relaciones sociales) que radican en un grupo al cual los sujetos individuales pertenecen de hecho” 
,

de tal manera que

“En la relación social, la intencionalidad del individuo está siempre mediada por la expectativa del otro en razón de la institución a la que se pertenece”
.

Tal concepción nos permite pensar en las instituciones también como mediaciones para la ética porque

“Las instituciones, realizando la dialéctica entre constricción y llamado, se convierten en una situación ética fundamental porque intervienen para determinar la relación del ser humano con su destino y participan de la cualidad ética de esta relación”

Por lo pronto, esta concepción de las instituciones nos permite trascender también su compresión como entidades de administración pública o “como un mecanismo que pone en vigencia reglas”
. En esta última, que es la más común, las instituciones adquieren características de sujetos sociales, pues toman decisiones, distribuyen bienes o servicios, se rigen por ciertos principios o reglas y llegan a tener intereses propios, aunque en algunas expresiones también se identifican con las reglas, lo cual genera confusión
. Por las razones que iremos exponiendo, aquí hemos optado por utilizar una teoría que se acerque más a la concepción amplia del término, la de Douglass C. North.

2.2. 
La teoría económica institucional de North

El pensamiento de Douglass C. North surge en el seno de la llamada “historia económica” como disciplina que intenta aplicar el análisis económico a la historia de la economía, pero culmina con el reconocimiento de que la economía convencional es inadecuada para tal explicación
. En este sentido no se le puede ubicar como parte de la llamada corriente principal de la economía convencional, pero tampoco se le puede identificar con los críticos del capitalismo norteamericano o “institucionalistas”, cuyos autores más célebres son Thorstein Veblen y John Kenneth Galbraith
. Tal vez lo más adecuado para referirnos a North sería el calificarlo como un autor que adopta el enfoque
 institucional para entender la economía, enfoque que según este autor se remite en última instancia al pensamiento y los propósitos de Adam Smith
. Para North,

 “Instituciones son las reglas del juego en una sociedad o, más formalmente, son las restricciones diseñadas por los humanos que dan forma a la interacción humana... (ellas) reducen la incertidumbre suministrando una estructura para la vida cotidiana. Son una guía para la interacción humana... incluyen cualquier forma de restricción que los seres humanos diseñan para configurar la interacción humana... Las restricciones institucionales incluyen lo que se prohibe hacer a los individuos y, algunas veces, bajo qué condiciones se permite a algunos individuos realizar ciertas actividades... como se definen aquí, son por lo tanto el marco en el cual tiene lugar la interacción humana”
.

No se trata por lo tanto de cosas o entidades, sino de construcciones mentales
 que suponen unos sujetos que las hacen suyas o las rechazan, así como un ejercicio de la libertad que se ve limitado por ellas
, pero que también las crea, las respeta o las viola y las transforma a lo largo del tiempo.

Nos parece que esta noción de instituciones tiene las siguientes ventajas:

1) 
es más afín, aunque no idéntica, a la definición amplia con la que iniciamos,

2) 
permite un uso más preciso del término, porque distingue claramente entre los sujetos, las reglas y el cumplimiento de las mismas,

3) 
permite superar el etnocentrismo escondido en algunas de las definiciones anteriores, en el sentido de que postulan una continuidad entre lo que viene de la cultura y lo que se institucionaliza formalmente, continuidad que no explica muchísimos de los conflictos en las sociedades actuales, que tienen su origen precisamente en la brecha real que se da entre lo que viene de la cultura y lo que viene del marco jurídico en una sociedad,

4) 
es compatible con el objetivo de vincular el funcionamiento de las economías con el resto de la vida social y

5) permite una reflexión ética porque distingue claramente entre las instituciones y los sujetos y porque hace referencia a la política y la cultura.

En seguida presentamos una exposición sintética de la teoría de North
 dividiéndola en dos partes, los aspectos generales y los aspectos relacionados con la economía, para terminar con la proposición de un modo de asumirla de manera que pueda ser útil al método ético.

Tenemos entonces tres elementos en torno a la noción de instituciones:

- 
las instituciones en sí mismas, (o constraints)

- 
el modo de hacer cumplir las instituciones (o enforcement), y

- 
los sujetos o agentes sociales que actúan al interior del marco institucional (u organizations).

2.2.1. 
Instituciones (institutions/constraints)

En la concepción de North, la función de las instituciones es la de reducir la incertidumbre proporcionando una estructura para la vida cotidiana
. Gracias a las instituciones, entendidas como reglas y normas de convivencia, podemos prever las consecuencias de nuestra conducta o las reacciones de los demás y realizar así los intercambios humanos que constituyen la materia de nuestra vida cotidiana, sin necesidad de analizar exhaustivamente cada decisión que tomamos. La incertidumbre nace como consecuencia de la complejidad del entorno en el que vivimos, sobre todo el que se refiere al comportamiento de los demás, pero también de nuestra dificultad para conocerlo, dificultad que depende de la capacidad de la mente para procesar, organizar y utilizar información y, en general, entre más complejas y únicas sean las interacciones la incertidumbre será mayor. La creación de reglas y normas, o instituciones, simplifica este proceso y disminuye la incertidumbre pero, a la vez, genera nuevas limitaciones para la acción
. 

En las sociedades actuales hay instituciones formales e instituciones informales. Las instituciones formales están constituidas, a grandes rasgos, por el marco jurídico de una sociedad y en último término son modeladas por la acción política. Las instituciones informales están constituidas básicamente por los valores, los códigos internos, las normas de conducta y las convenciones, y son generadas por la vida cultural de una sociedad, son parte de su modo de ser colectivo, de su ethos. Ambas están íntimamente ligadas y constituyen el marco que restringe y encauza la convivencia social y los intercambios de todo tipo, incluidos los económicos.

Para North, más allá de la apariencia de que las sociedades modernas están regidas sólo por restricciones formales, la diseminación y penetración de las instituciones informales son tan importantes en la vida diaria, que cuando se imponen las mismas instituciones formales en sociedades diferentes dan resultados políticos, sociales y económicos diferentes, o cuando se dan revoluciones o conquistas que implican cambios rápidos y radicales en las instituciones formales, las restricciones informales no cambian con la misma rapidez y radicalidad
. Nos parece que dos realidades actuales confirman esta afirmación de North: la resistencia de muchas etnias o naciones a ser asimiladas y homologadas jurídicamente por los Estados actuales, tanto en países altamente industrializados como en países pobres, y la descomposición social que están generando en algunos países del tercer mundo las políticas neoliberales y las reformas constitucionales concomitantes, fruto de teorías pensadas en otro contexto cultural. En ambos casos se trata claramente de conflictos entre instituciones formales e instituciones informales o, en otras palabras, de conflictos entre lo que viene de la política y los marcos jurídicos, o de la dinámica económica mundial a través de éstos, y lo que es expresión de las diversas culturas
.

La cultura, en el marco de la teoría que estamos utilizando, se puede ver como la transmisión, a través de la enseñanza y la imitación, de una generación a la siguiente, de conocimiento, valores y otros factores que influencian el comportamiento. La cultura proporciona un marco conceptual basado en el lenguaje que permite codificar e interpretar los datos de la realidad que los sentidos presentan al cerebro. Sin embargo, la información sobre la realidad siempre es incompleta, debido tanto a la complejidad del entorno como a los modelos mentales de interpretación, por lo que los seres humanos tienen necesidad de estructurar sus interrelaciones autoimponiéndose restricciones que den certidumbre y continuidad a su convivencia. De la cultura vienen entonces tanto los modelos mentales de interpretación de la realidad, como las normas de conducta, o restricciones informales, que limitan y encauzan la interacción humana con el fin de subsanar las deficiencias en el conocimiento mutuo
.

Pero no todas las sociedades llegan a las mismas soluciones institucionales. En sociedades sin Estado ni reglas formales, la estabilidad y la certidumbre vienen de redes sociales muy densas que toman la forma de estructuras informales y que se hacen vigentes a través de recompensas y amenazas. Tal solución supone lazos familiares muy fuertes, un conocimiento íntimo mutuo y el autocontrol grupal ante la amenaza de desintegración por causa de la violencia. Pero también en las sociedades actuales las instituciones informales están amplia y profundamente diseminadas y en su función de coordinar la interacción humana repetitiva toman la forma de extensiones, elaboraciones y modificaciones de las reglas formales, a las cuales complementan y refuerzan, de normas de comportamiento sancionadas socialmente y de patrones de conducta autocoercitivos (internally enforced) 
. La existencia de las instituciones informales en una sociedad actual, junto con los modelos mentales de interpretación de la realidad, que también vienen de la cultura, incide en las decisiones de corto plazo de un agente. Pero esta existencia también incide en la estructuración de una sociedad en el largo plazo, pues el cambio social es inexplicable sin la consideración de los rasgos característicos de las instituciones informales, como son su persistente habilidad de sobrevivencia, el carácter incremental o adicional de su evolución y su autonomía relativa frente a las instituciones formales.

En tanto que ambas son restricciones, las diferencias entre instituciones informales e instituciones formales es de grado, sin embargo, a lo largo del tiempo hay un movimiento unidireccional que va de las costumbres y tradiciones a las leyes escritas, en el sentido de que en la medida en que una sociedad se hace más compleja, las segundas tienden a multiplicarse y a diversificarse, sin que por ello desaparezcan o dejen de ser importantes las primeras. La posibilidad de tal proceso está vinculada al desarrollo de la escritura y la tecnología. Las instituciones formales pueden complementar e incrementar la efectividad de las instituciones informales y pueden también establecerse para modificar, revisar o reemplazar a estas últimas, aun cuando el intento de reemplazo es mucho más conflictivo, como veremos más adelante
.

Las restricciones formales incluyen:

-
las reglas políticas, que definen la estructura jerárquica de lo político, su estructura básica de decisiones y las características explícitas del control de la agenda en el debate político,

-
las reglas económicas, que definen los derechos de propiedad, es decir, el conjunto de derechos sobre el uso y el ingreso que se derivan de la propiedad y la habilidad para enajenar una posesión o un recurso, y

-
los contratos, que contienen las condiciones específicas para un acuerdo particular de intercambio.

Estas restricciones tienen una jerarquía que va de las constituciones de los países a los contratos individuales, es decir, de las reglas generales a las especificaciones particulares. La estructura de las instituciones formales es tal que es mucho más difícil cambiar las reglas generales que cambiar los contratos individuales. La función de las reglas es facilitar o dificultar el intercambio político o económico, proporcionando el marco o conjunto de oportunidades en el que se dan las decisiones, y supone el poder de negociación de las partes. Los agentes sociales pueden considerar que vale la pena dedicar recursos a cambiar tal marco a través de lo político, de manera que los derechos de propiedad se reasignen de manera diversa, en cuyo caso es fundamental el poder de negociación de las partes.

La influencia entre reglas políticas y reglas económicas es bidireccional: las reglas políticas especifican y protegen los derechos de propiedad, pero la estructura de los intereses económicos también repercute en la estructura política. El cambio en unas repercute siempre en las otras. Sin embargo, las reglas políticas tienen prioridad, porque todo cambio en la estructura de las reglas económicas pasa necesariamente por las decisiones políticas y estas dependen de las reglas de lo político. En las sociedades complejas actuales los mecanismos de las decisiones políticas son también muy complejos y están determinados a su vez por el marco institucional, tanto formal como informal.

Sin embargo, no se puede aplicar a la democracia la misma noción de eficiencia que se aplica a los mercados económicos, porque en la primera se dan al menos tres características especiales:

- 
la de la representatividad, que establece una distancia entre intereses de los electores e intereses de los representantes que los negocian en la arena política,

- 
la de la gestión, que establece una distancia entre los representantes y los burócratas que implementan las decisiones y

- 
la de la información sobre cuestiones que van más allá de lo cotidiano y lo local, necesariamente incompleta, tanto de los electores como de sus representantes.

Por ello, las instituciones resultantes de la negociación y los mecanismos políticos no necesariamente son eficientes en sentido económico
. En este sentido la teoría de North se diferencia de la economía constitucional de Buchanan (ver antes, cap. 2: 4.2.; cap. 4: 1.6.4.2. y 2.) y, como veremos posteriormente, es compatible con la concepción rawlsiana de las instituciones (ver después, cap. 5: 1.3.).

2.2.2. 
Cumplimiento (enforcement)

Las instituciones no realizan su función si no se cumplen, es decir, si no regulan la conducta real de las personas. Para North, la incapacidad de las sociedades para desarrollar modos menos costosos de hacer cumplir los contratos es la fuente más importante tanto del estancamiento como del subdesarrollo del tercer mundo. El modo de hacer cumplir las reglas y los contratos (enforcement) es siempre imperfecto, debido fundamentalmente a dos razones: la dificultad para especificar y medir las condiciones de un contrato y el hecho de que la coerción para hacer que se cumpla es tarea de un agente (agency) con intereses propios que influyen en su desempeño. En una sociedad en la que sus miembros tienen mucho conocimiento mutuo y los intercambios son repetitivos, predominan las restricciones informales y el cumplimiento de los contratos tiende a ser autocoercitivo (self-enforcing). Pero en sociedades donde predominan los intercambios impersonales y la interdependencia especializada, el bienestar de cada individuo depende de una estructura muy compleja que se extiende a través del tiempo y del espacio y en la cual muchos intercambios son únicos, en el sentido de que se intercambia una sola vez con una misma persona, y por lo tanto, se tiene muy poca información mutua que generalmente también es asimétrica. Estas condiciones imponen a las sociedades la necesidad de establecer la fuerza de un tercero para hacer cumplir los contratos (third-party enforcement).

La coerción de un tercero depende de las instituciones, cuya función es proporcionar información suficiente para que los agentes manejen las desviaciones y así reducir su incertidumbre. Tal función requiere un mecanismo de comunicación que proporcione la información necesaria para saber cuándo es preciso castigar, así como de incentivos suficientes para que algunos miembros de la sociedad se encarguen de aplicar los castigos. En último término, el “tercero” en las sociedades actuales es el Estado y su existencia plantea el problema de cómo hacer que éste se comporte como un “tercero imparcial”, pues si el Estado tiene fuerza coercitiva, entonces quienes dirigen el Estado pueden usar esa fuerza para su propio interés a expensas del resto de la sociedad. En otras palabras, ¿cómo hacer que el tercero que hace cumplir las reglas cumpla también las reglas? Esto nos regresa a la necesidad de integrar siempre instituciones formales e instituciones informales, porque son estas últimas las que garantizan, a través de las normas y los valores morales, el mínimo de autocoerción que posibilita el funcionamiento de las primeras
.

Lo valioso de la postura de North con respecto al Estado, es que llega a la conclusión de su necesidad por la vía de un planteamiento puramente económico. Ya vimos que ante la pregunta de ¿cómo es posible el intercambio económico en sociedades complejas donde están vigentes los mecanismos del mercado? la microeconomía responde que gracias al libre juego de la oferta y la demanda. Pero North responde que a eso hay que añadir el marco insititucional en el que se dan las relaciones económicas. En este sentido, su respuesta, la necesidad de un tercero con poder de coerción para reducir la incertidumbre y hacer cumplir los contratos, y de un marco cultural que genere actitudes cooperativas, aún cuando lo que intenta explicar es sólo la posibilidad de una economía más eficiente, es más afín a un liberalismo como el de Rawls que al libertarismo propiamente dicho
. Para North, Estado (instituciones formales) y cultura (instituciones informales) no son alternativos al mercado, sino el único entorno en el que el mercado es posible en sociedades complejas como la mayoría de las actuales. Sin embargo, preguntarse por la justicia de las instituciones es tarea de la ética social.

2.2.3. 
Agentes (organizations)

En la teoría económica institucional los sujetos sociales ocupan el lugar central en la concepción de las instituciones y su evolución a través del tiempo. Los sujetos sociales deciden al interior de un marco institucional que proporciona las reglas y normas que restringen y encauzan la acción y establecen los mecanismos formales e informales que, con mayor o menor exito, intentan asegurar el cumplimiento de los contratos. Los sujetos son individuos y agrupaciones de individuos, u organizaciones, que tienen el propósito común de maximizar ciertos objetivos (la riqueza, el ingreso u otros) definidos por las oportunidades proporcionadas por la estructura institucional de la sociedad. En la categoría “organizaciones” podemos incluir entidades políticas (partidos políticos, congreso, cabildos municipales o dependencias oficiales, etc.), entidades económicas (empresas, sindicatos, granjas familiares, cooperativas, etc.), entidades sociales (iglesias, clubs, asociaciones, etc.) y entidades educativas (universidades, escuelas, etc.) que suponen estructuras de gobierno interno, estrategias, habilidades y aprendizajes que determinan su exito o fracaso a lo largo del tiempo
.

Si a las restricciones institucionales añadimos las que postula la teoría económica, principalmente el ingreso, los gustos y la tecnología, tenemos delimitado el espacio en el que las organizaciones procuran sus objetivos. Sin embargo, un elemento fundamental para entender la acción de las organizaciones es el tipo de información que reciben y el modo en que la procesan, pues en último término, y dadas la motivación y la libertad, es la percepción que los agentes tienen de los costos y los incentivos que vienen de las restricciones económicas e institucionales lo que determinará el tipo de decisiones que tomen.

El conocimiento es un elemento fundamental en la vida de las organizaciones y le dedicaremos un espacio propio cuando tratemos el caso de las organizaciones de tipo económico. Por lo pronto, únicamente señalaremos que el tipo de conocimiento que requiere una organización depende de los incentivos y restricciones institucionales. Para lograr sus objetivos una organización no necesita el mismo tipo de conocimiento si actúa al interior de una sociedad donde es fácil y redituable sobornar, que si actúa en una donde es más difícil la impunidad, porque la aplicación de la ley es efectiva y predominan las actitudes honestas. Pero, a la vez, la demanda por cierto tipo de conocimiento influirá en el tipo de instituciones que surjan en una sociedad
. Por ejemplo, una sociedad que a través de sus instituciones incentiva la inversión en educación, con el tiempo tendrá un marco institucional más justo, simplemente porque habrá más conciencia, más participación y más igualdad entre sus ciudadanos.

Así, el modo como las organizaciones surgen y evolucionan depende en gran parte del marco institucional, pero a su vez aquéllas influencian el modo como éste evoluciona, a tal grado que las organizaciones son el agente principal del cambio institucional. Hay entonces una interacción entre ambas realidades, un vínculo (lock-in) que viene de una “relación simbiótica”
: las instituciones ofrecen incentivos y establecen restricciones a la acción de las organizaciones, y éstas en el esfuerzo por alcanzar sus objetivos particulares influyen en el modo como las instituciones van cambiando a lo largo de la historia
.

2.2.4. 
Estabilidad y cambio institucional

En las propuestas “alternativas” a las prácticas dominantes se insiste mucho en el cambio pero se olvida que las sociedades también existen para dar estabilidad a la vida humana. Para North, cambio y estabilidad son las dos caras de una misma moneda, la vida en sociedad y los intercambios que la misma supone. La estabilidad de conjunto de un marco institucional hace posible los intercambios complejos a lo largo del tiempo y del espacio, fundamentalmente porque genera certidumbre en las relaciones sociales y en el actuar cotidiano. El cambio institucional consiste en ajustes marginales al marco institucional, es decir, al complejo de reglas, normas y modo de hacer cumplir los contratos, y depende básicamente de la reacción de las organizaciones ante la manera en que perciben los cambios en los costos y los incentivos para realizar determinadas actividades. La manera como los agentes perciben los cambios en los costos e incentivos que vienen del marco institucional y de las restricciones económicas, depende del tipo de información que aquéllos reciben y de cómo la procesan de acuerdo a sus características culturales, es decir, de acuerdo a sus teorías, ideas e ideologías, sintéticamente, de acuerdo a sus modelos mentales.

Las causas más inmediatas del cambio en los costos e incentivos son los cambios en los precios relativos y los cambios en los gustos o preferencias de los agentes. Los cambios en los precios relativos pueden deberse a factores exógenos, como los fenómenos naturales, a factores endógenos, es decir, a la acción misma de los agentes sociales, al cambio tecnológico, a la adquisición de nuevas habilidades y conocimientos o, simplemente, a cambios en el poder de negociación de alguno o algunos de los agentes. Los cambios en los gustos, pueden ser originados por los cambios en los precios relativos, por ejemplo, la preferencia por cierto tipo de alimentos que ahora resultan más baratos, o por factores culturales, por ejemplo, las nuevas ideas que inducen a respetar el medio ambiente y por lo tanto a no realizar cierto tipo de actividades económicas, o la convicción creciente de que se deben respetar los derechos de los niños y que por eso mismo no deben desempeñar cierto tipo de labores. Sin embargo, el que se puedan expresar y realizar este tipo de valores culturales dependerá mucho de que las instituciones formales lo permitan o no, es decir, de lo costoso que resulte el manifestar las propias convicciones
.

En el intento por lograr sus objetivos (reducir la incertidumbre, maximizar algún valor, reducir los costos de intercambiar) las organizaciones pueden reaccionar de dos maneras ante los cambios en los costos e incentivos:

1) 
adaptándose a las nuevas circunstancias al interior del mismo marco institucional, por ejemplo, invirtiendo en un nuevo tipo de conocimiento o simplemente adaptando sus metas a las nuevas condiciones, o

2) 
invirtiendo recursos materiales y humanos en el cambio institucional; éste, a su vez, puede tomar dos formas, el cambio en las instituciones informales, es decir, la generación o desaparición de valores, normas de conducta o convenciones sociales, o el cambio en las instituciones formales y el enforcement, es decir, la modificación del marco jurídico a través de la negociación política.

Debido a que las restricciones informales están incrustadas en los hábitos de la vida cotidiana, su cambio es mucho más lento que el de las instituciones formales. Esta diferencia en los ritmos de cambio puede generar profundos desequilibrios sociales, porque la estabilidad de una sociedad depende del conjunto de sus instituciones, informales, formales y enforcement , y de como se articulan y se complementan unas con otras. Este desajuste adquiere proporciones trágicas cuando las reformas en el marco jurídico de una sociedad están orientadas deliberadamente a anular y suplantar valores o modos de ser profundamente arraigados en los pueblos
. Esto es lo que está sucediendo en muchos países del tercer mundo, cuyas elites aprovechan su poder para adaptar las instituciones formales a la dinámica y exigencias del mercado global, sin considerar la naturaleza y los tiempos propios de los ethos de los pueblos
.

Los cambios institucionales son típicamente incrementales, en el sentido de que los grandes cambios que se perciben a lo largo de la historia, son resultado de una prolongada acumulación de pequeñas alteraciones específicas que se van añadiendo a lo ya existente. Sin embargo, las guerras, las revoluciones, las conquistas o los desastres naturales pueden ser fuentes de cambios institucionales discontinuos, es decir, cambios radicales en las reglas formales. Pero tales cambios tendrán que enfrentarse a la resistencia de las restricciones informales y esta tensión tenderá a resolverse en un nuevo equilibrio institucional, que generalmente no será tan radicalmente diferente al anterior, debido principalmente a la inercia cultural
.

2.3. 
Economía e instituciones

En la concepción de North, la aplicación de la teoría de las instituciones a la economía se fundamenta en el hecho de que a las restricciones postuladas por la teoría económica, que limitan el conjunto de oportunidades de los agentes, es decir, los precios, la tecnología, los gustos y el ingreso, hay que añadir las restricciones que impone el marco institucional, sea como marco jurídico, sea como normas culturales, sea como coerción externa o interna para hacer cumplir los contratos. El conjunto de oportunidades está constituido por limitaciones, que en economía se convierten en costos de transacción y de transformación, y por posibilidades, que toman la forma de incentivos para realizar ciertas actividades económicas
. Por su parte, los agentes u organizaciones económicas que buscan la maximización de sus objetivos están condicionados por la parcialidad y la asimetría de la información, que tiene su origen en la complejidad de la realidad, y por su propia capacidad para procesar tal información y reaccionar ante la misma, capacidad que depende tanto de factores estructurales humanos como de factores culturales, tales como las ideas, las ideologías y las teorías.

Se da entonces una relación simbiótica (lock-in) entre instituciones y agentes económicos u organizaciones, de tal manera que las instituciones limitan e incentivan a los agentes y las organizaciones, mientras que éstos inciden en el reforzamiento o en la transformación de las instituciones. Esta interacción, combinada con los factores humanos y culturales que determinan el modo de percibir la realidad, modela la trayectoria del cambio institucional en el largo plazo (path dependence), así como su influencia sobre el tipo de economía que se estructura en su interior
.

Tenemos entonces tres grandes temas a considerar:

1) 
cómo influyen las instituciones en la formación del conjunto de oportunidades al interior del cual los agentes toman sus decisiones,

2) 
cómo reaccionan los agentes y las organizaciones ante los costos y los incentivos que ofrece el marco institucional, y

3) 
cómo se da el cambio institucional originado por los agentes y cómo tal cambio determina el desempeño de una economía en el largo plazo.

2.3.1. 
Instituciones: costos e incentivos

En este trabajo ya hemos hecho numerosas referencias a la incidencia de las instituciones en los mercados, sobre todo a través de lo que los economistas llaman las variables exógenas, como los gustos (cap. 3: 2.2.), la tecnología y el capital humano (cap. 3: 2.3.2. y 2.3.3.), o a través de factores que modelan los mercados reales, como la información (cap. 3: 3.2.), el poder de mercado (cap. 3: 3.3.1. y 3.3.6.) o la administración de los bienes públicos (cap. 3: 4.2.1.) y las externalidades (cap. 3: 5.1.). Todos estos elementos constituyen restricciones a las decisiones económicas y por ello modelan el conjunto de oportunidades en cuyo interior los agentes económicos hacen sus elecciones. Ahora, apoyados todavía en el pensamiento de North, afinaremos un poco más el análisis para detectar los mecanismos que explican esta relación simbiótica entre las decisiones económicas y el marco institucional. La bisagra de esta interrelación son los costos de transacción y los incentivos para realizar una actividad económica.

En el capítulo precedente vimos que en la teoría convencional los precios son las señales que guían las decisiones de los agentes económicos en los diferentes mercados, proporcionando información sobre las preferencias de los consumidores, la productividad de los factores y la escasez o abundancia relativa de los bienes, de tal manera que esas señales permiten a los agentes acceder a su equilibrio económico y, en último término, al mercado acceder al equilibrio general en donde la economía es plenamente eficiente (cap. 3: 2.4.). Sin embargo, para que los precios cumplan con estas funciones, se requieren condiciones de competencia perfecta, básicamente que no exista poder de mercado, que los bienes que se comercian en un mercado sean homogéneos o idénticos y que los mercados sean transparentes, o en otros términos, que la información sobre todos los mercados sea completa y esté distribuida simétricamente (cap. 3: 2.5.). Como se trata de una abstracción, en su formulación más simple la competencia perfecta implica que el mercado está concentrado en un solo punto del espacio, que el intercambio es instantáneo y que los términos de un intercambio son conocidos por ambas partes. Como resultado, no se requiere de otro esfuerzo para realizar el intercambio que el de prescindir de la cantidad apropiada de efectivo, de ahí que las únicas realidades a considerar en cualquier transacción económica sean el bien en cuestión y la suma monetaria requerida para adquirirlo
.

Pero la competencia perfecta es una idealización y los precios muchas veces no transmiten toda la información sobre los atributos de un bien, por lo que en un intercambio puede haber costos que no estén incluidos en los mismos, por ejemplo, ventajas para el comprador de una casa, como la amabilidad de los vecinos o el paisaje, pueden no estar consideradas en el precio del inmueble, pero también puede suceder que desventajas como el ruido o la contaminación, causada por la presencia de un taller de automóviles en la misma calle, tampoco estén consideradas en el precio. Cuando compramos un electrodoméstico puede suceder que no conozcamos su calidad o que no sepamos los trámites que se deben efectuar para hacer cumplir su garantía. Por su parte, el vendedor puede ignorar las condiciones financieras del cliente, su pasado como “invasor” de inmuebles o su propensión a ser un deudor crónico.

El esfuerzo y los medios que se requieren para recabar ese tipo de información y asegurarse de que las especificaciones de un contrato serán cumplidas, es lo que los economistas denominan “costos de transacción” (transaction costs). Técnicamente éstos están constituidos básicamente por los costos de medir los atributos de un bien o servicio (measurement costs) y por los costos de hacer cumplir un contrato (enforcement costs). Algunos de estos costos pasan por el mercado y es fácil incluirlos en los cálculos del intercambio, por ejemplo, los servicios de un mecánico que nos asesore en la compra de un automóvil usado, pero otros son muy difíciles de medir, como el tiempo y el esfuerzo dedicados a conseguir información sobre el ambiente humano en un barrio o sobre los precios y características de un bien en diferentes establecimientos. Entre más difícil sea la medición de los atributos de un bien o servicio que se quiere intercambiar, así como la posibilidad de hacer cumplir un contrato de manera espontánea, más necesarias serán las regulaciones externas, tanto las que se refieren a la medición (por ejemplo los sistemas oficiales de pesos y medidas, las marcas registradas, o la definición de las responsabilidades de un prestador de servicios) como las que se refieren al cumplimiento de los contratos (por ejemplo las especificaciones sobre garantías o en última instancia el sistema judicial completo). Tales regulaciones remiten directamente a los acuerdos sociales fijados en las instituciones y pueden favorecer o dificultar, a través de los costos de transacción, el desempeño eficiente de una economía
.

Pero los costos de transacción no son exclusivos del mercado de bienes, pues unidos a los costos de transformar los factores de producción en bienes de consumo (transformation costs) determinan los costos de producción de una empresa y esto nos remite al mercado de los factores. Para empezar, las funciones del empresario no son tan simples como las describe la teoría convencional de la producción (cap. 3: 2.3.) pues,, más allá de la consideración de la tecnología y los precios de los factores, el empresario debe idear y descubrir mercados, evaluar insumos y técnicas para cuidar que la calidad de sus productos sea homogénea y administrar el personal. Todo ello requiere información y experiencia para resolver problemas de medición y monitoreo, y remite también al marco institucional. No se requiere el mismo tipo de información y habilidades en un marco institucional que fomenta la integración al mercado formal (por ejemplo, con trámites sencillos para iniciar una empresa) que el que se requiere para obtener beneficios en un marco institucional que ofrece más incentivos para las actividades informales (por ejemplo, ofreciendo grandes beneficios a las actividades ilícitas); por su parte, el tipo de tecnología que se adopte puede estar más determinado por factores externos (por ejemplo, evitar que la producción dependa de obreros muy especializados que por eso mismo tengan más poder de negociación) que por factores internos al mercado (por ejemplo, los precios de los factores); por último, actitudes cooperativas de los empleados, que dependen en gran medida del contexto cultural, pueden ser un factor determinante en los costos de producción de una empresa, pues reducen los costos de la administración al requerirse menos coerción para el cumplimiento de los contratos
.

La incidencia de las instituciones en los mercados se entiende mejor cuando comparamos economías muy simples con economías muy complejas. En general, entre mayor sea la especialización de las actividades económicas y el número y la variabilidad de los atributos de los bienes que se intercambian en una economía, mayor será la necesidad de que existan en torno a la misma instituciones confiables, si se quiere que los agentes se comprometan en los intercambios con un mínimo de incertidumbre. En una economía pequeña, donde las relaciones más personalizadas entre los agentes, los intercambios repetitivos y la homogeneidad cultural garantizan el cumplimiento de los contratos, debido a que el conocimiento mutuo, las normas de conducta comunes y la amenaza de la exclusión o la violencia reducen la incertidumbre, no existe la necesidad de un tercero, como el Estado, que realice esa función. En tal caso, predominan las instituciones informales y los costos de transacción son muy bajos, pues hay mucha información simétrica y el cumplimiento de los contratos es muy efectivo, aunque los costos de transformación sean altos debido a la poca especialización
.

En una economía muy compleja, donde las relaciones son más impersonales, la especialización muy desarrollada y los atributos de los bienes muy diversos, no existe la posibilidad de que las restricciones informales, como tradiciones, costumbres o normas éticas, ofrezcan la certidumbre necesaria para comprometerse en un intercambio económico. Este tipo de economía es el que se da en las sociedades modernas e implica siempre la existencia del Estado, tanto por la necesidad de un marco jurídico complejo que defina claramente los derechos de propiedad, como por la necesidad del poder de un tercero que garantice el cumplimiento de los contratos. En tal caso, las instituciones o restricciones informales siguen existiendo como “medio” en el que se dan todos los intercambios, pero la presencia de las instituciones formales es también omnipresente; esto hace que los costos de transacción en una sociedad moderna sean muy altos, aún cuando los costos de transformación sean menores debido a la especialización.

Sin embargo, no en todas las sociedades los costos de transacción originados en la creación y el funcionamiento de las instituciones tienen el mismo peso sobre la eficiencia de su economía. Generalmente un marco institucional tiene a la vez restricciones que propician la eficiencia y restricciones que la obstaculizan, pero hay sociedades en las que predominan las restricciones, formales o informales, que fomentan la ineficiencia, por ejemplo, leyes mal redactadas o con grandes vacíos, regulaciones excesivas que fomentan la evasión y la economía informal, o simplemente prejuicios ideológicos con respecto a ciertas actividades económicas
.

2.3.2. 
Agentes económicos y marco institucional

En la teoría de North, los agentes económicos, como todo agente social, buscan sus objetivos y toman sus decisiones al interior de un marco institucional ante el cual no son puramente receptivos. El espacio en el que se dan las decisiones está formado entonces por las instituciones formales, las instituciones informales y el modo como se hacen cumplir las reglas y las normas en un intercambio económico. La presencia de las restricciones informales en las relaciones económicas es muy extensa. En toda sociedad y en todo intercambio económico están presentes ciertas actitudes, valores, convenciones sociales o normas de comportamiento sobreentendidas, que van mucho más allá de la pura relación comercial. Las convenciones sociales merecen una mención especial, porque resuelven problemas de coordinación y consisten en reglas que no han sido conscientemente diseñadas pero que todos los agentes tienen interés en mantener, por ejemplo, el “regateo”, que es la manera de negociar propia de ciertos mercados, las reglas de tránsito no escritas, el “depósito” cuando se renta un local o las “propinas” en cierto tipo de servicios. Otro tipo de restricciones en las relaciones económicas son los acuerdos sobre ciertas formas de medición (por ejemplo, pesos y medidas estandarizados) que pueden hacer más efectivo el cumplimiento de los contratos.

Cuando una parte del cumplimiento de un contrato depende de las restricciones informales y estas no son autocoercitivas (self-enforcing) los costos de una transacción pueden ser muy elevados, porque para garantizar un grado de certidumbre mínimo, se tienen que dedicar muchos recursos a la medición de los atributos de un bien o de la calidad de un servicio, así como a la estipulación de las condiciones del contrato y a la vigilancia de su cumplimiento. Cuando las restricciones informales no existen puede suceder que simplemente no se dé el intercambio económico, porque el grado de incertidumbre o desconfianza es muy elevado, y las restricciones formales rara vez garantizan a plenitud el cumplimiento de las condiciones de un contrato. Por su parte, los códigos de conducta internalizados, como son las creencias religiosas o las ideologías, que muchas veces se expresan en motivaciones y actitudes opuestas o diferentes a las del comportamiento racional postulado por la microeconomía, son imprescindibles para explicar el modo como se dan las relaciones económicas pero, según North, los economistas se han preocupado poco por desarrollar teóricamente estas cuestiones
.

La restricciones formales, o reglas, pueden complementar y aumentar la efectividad de las restricciones informales, básicamente bajando los costos de información, de monitoreo y de hacer cumplir los contratos. Todas las reglas, las políticas, las económicas y las especificaciones de los contratos, tienen incidencia en las relaciones económicas, pero no todo conjunto de reglas es necesariamente eficiente, pues como ya hemos mencionado, hay leyes que fomentan la ineficiencia, sea porque no definen claramente los derechos de propiedad que se intercambian en una transacción, sea porque hacen más redituables conductas ineficientes
.

Según la concepción económica más común, los derechos de propiedad, o reglas económicas, se van definiendo en la medida en que los beneficios de definirlos y de hacerlos cumplir son mayores que los beneficios de mantenerlos indefinidos, pero esta solución no toma en cuenta los factores políticos y culturales, y por lo tanto no explica por qué en una sociedad prevalecen y permanecen derechos de propiedad ineficientes
. Por ejemplo, la persistencia de “reformas agrarias” inconclusas en algunos países de América Latina, que constituyen en el fondo una indefinición permanente de los derechos de propiedad sobre la tierra y que pueden ser una causa de ineficiencia, independientemente de que tal propiedad sea privada o colectiva, es explicable más por factores políticos que por factores puramente económicos. A quienes tienen mayor poder de negociación, que en muchas sociedades significa poder de represión, o a los mismos gobiernos, les puede convenir más, por razones políticas, mantener la indefinición de la propiedad de la tierra que su definición, sea para tomarla por la fuerza, en el caso de los primeros, sea para seguir ejerciendo el paternalismo, en el caso de los segundos. Tal indefinición pasa por los Congresos en los que muchas veces los llamados representantes populares son en realidad representantes de grupos de poder o del Ejecutivo mismo. Lo mismo se puede afirmar de la indefinición de los derechos de propiedad de otros bienes, como las transmisoras de radio o de televisión, con el objetivo de utilizarlos como medios de cooptación, de presión o de chantaje por parte de gobernantes y grupos de poder.

Los contratos reflejan los incentivos-desincentivos de la estructura de los derechos de propiedad de una sociedad y las características del modo de hacer cumplir los contratos. De cualquier manera tal estructura implica costos que van más allá del precio del bien o servicio intercambiado. Generalmente es muy difícil y costoso constatar la violación de un contrato, más difícil aún medirla y mucho más aprehender al violador e imponer sanciones, pues todos esos pasos requieren de una estructura que incluye, al menos, a todo el sistema judicial de una sociedad y las especializaciones que se dan en torno al mismo, desde médicos hasta contadores y abogados
.

Como ya vimos en el capítulo anterior (cap. 3: 2.3.2. y 2.3.3.), citando a North, la interrelación entre las organizaciones económicas y las instituciones se da fundamentalmente a través del conocimiento que adquieren y manejan las primeras, sobre todo del conocimiento tácito que se adquiere a través de la práctica y el tiempo, el cual evoluciona de acuerdo a las oportunidades que ofrece el marco institucional. La demanda por cierto tipo de conocimiento y habilidades depende de los incentivos inherentes al contexto institucional en el que se da, pero a la vez, la demanda por cierto tipo de conocimiento y habilidades reforzará el tipo de instituciones que la incentivan.

En esta interacción los agentes económicos tienen dos alternativas, invertir en el tipo de conocimiento y habilidades que requiere el marco institucional existente y que contribuyan a su beneficio, o invertir en actividades políticas que influyan en el cambio institucional. Cuando el marco institucional recompensa más por la inversión en la educación y en la capacitación que por las negociaciones políticas, entonces la sociedad irá generando instituciones más propicias para el crecimiento económico. Hay sociedades en las que su estructura institucional alienta las inversiones en educación así como los intentos, experimentos e innovaciones adaptativamente más eficientes, en el sentido económico del término
.

2.3.3. 
Cambio institucional y desempeño económico

El propósito de la teoría económica institucional es el de explicar la evolución a largo plazo de las economías nacionales y encontrar las causas de sus diferencias de fondo. Para North, las divergencias de las sociedades a lo largo de la historia con respecto a los aspectos económicos y políticos es evidente a pesar de que la creciente interdependencia entre ellas sugeriría una tendencia hacia las similitudes. En este sentido la teoría evolucionista aplicada a la economía, según la cual tenderán a sobrevivir las instituciones más eficientes, en el sentido de que producen crecimiento económico, y a desaparecer las menos eficientes, no explica ni las divergencias entre los desarrollos económicos de diferentes países, ni la persistencia de instituciones ineficientes en muchos de ellos.

Algo semejante, y que puede ayudarnos a entender el cambio institucional a largo plazo, sucede con la tecnología, en cuyo campo no necesariamente sobreviven las tecnologías más eficientes, pues en la realidad se da una inercia en el uso de alguna tecnología debido a ciertos factores, como son los casos de lo que previamente se ha invertido en ella y que puede hacer incosteable cambiarla por una más eficiente, el aprendizaje y la coordinación que se ha generado en torno a la misma y las expectativas adaptativas, en el sentido de que la prevalecencia de una tecnología en el mercado alienta la creencia de que la misma seguirá prevaleciendo. Así, una tecnología puede prevalecer aún cuando existan otras más eficientes, incluso porque en torno a la misma se han dado pequeños eventos o circunstancias fortuitas que la van imponiendo y generalmente cuando se adopta una solución técnica es difícil abandonarla
.

Sin embargo, aunque la inercia de las instituciones tiene semejanzas con la inercia de las tecnologías, también tiene sus diferencias. El cambio institucional es modelado por dos fuerzas: los rendimientos crecientes, fuerza que también actúa en la inercia tecnológica, y los mercados imperfectos, caracterizados por elevados costos de transacción. Cuando un marco institucional tiene rendimientos crecientes, en el sentido de que puede seguir generando crecimiento económico, tiende a prevalecer por las mismas razones que lo hace una tecnología: 1) porque ya se han invertido en él gran cantidad de recursos, por ejemplo en la realización de un Congreso constituyente, 2) porque se dan en torno al mismo un conjunto de aprendizajes y coordinaciones que hacen muy costosos aprendizajes y coordinaciones nuevos, por ejemplo, en el modo de acordar los contratos o en el modo de influir en los actores políticos y 3) porque se generan con respecto al mismo expectativas adaptativas, en el sentido de que cuando se han realizado muchos contratos basados en una cierta institución la gente prefiere la certidumbre de lo ya conocido. A esto habría que añadir que las instituciones formales vigentes generan una variedad de instituciones informales que modelan y particularizan la aplicación de aquéllas y que se incrustan en la vida cotidiana de los agentes, lo cual, combinado con los modelos mentales de interpretación de la realidad, que también vienen de la cultura, hace que las características del cambio institucional sean mucho más complejas que las del cambio tecnológico.

Si los rendimientos crecientes de un marco institucional se dan en condiciones de mercados perfectos, la evolución de largo plazo tenderá a ser socialmente eficiente, es decir, generará crecimiento económico. Pero los mercados perfectos no existen, porque en la realidad siempre son incompletos, la información es deficiente y hay costos de transacción importantes, por lo que el modo de conocer de los agentes, determinado por la deficiencia informativa y por los modelos mentales que vienen de la cultura, resulta fundamental en el modo como evolucionan las instituciones. Es entonces la combinación de rendimientos crecientes de las instituciones dadas, que generan su inercia, con la existencia de mercados imperfectos, que hace que los factores culturales sean definitivos en la manera de reaccionar de los agentes económicos, lo que explica tanto las divergancias entre diferentes economías como la persistencia de instituciones que generan ineficienica. Una combinación adecuada de rendimientos crecientes de las instituciones, con ciertos modelos mentales provenientes de la cultura y con fuerzas políticas competitivas, puede dar como resultado una economía altamente eficiente y, según North, este es el caso del mundo occidental a partir de los cambios sociales que se iniciaron desde la edad media, y es también el caso de los Estados Unidos en los últimos dos siglos. Una vez que el camino del desarrollo toma cierto curso, la red de externalidades, el proceso de aprendizaje de las organizaciones o agentes económicos y los modelos subjetivos de las soluciones históricamente derivados, refuerzan ese curso. En este sentido North se refiere a la dependencia de la trayectoria previa (path dependence)
.

Pero también si los rendimientos crecientes de un marco institucional inicial incentivan más las actividades improductivas, se generarán organizaciones y agentes económicos adaptados a tal tipo de situación y que por lo tanto tenderán a reforzar políticamente las instituciones dadas, porque es en ese marco institucional en el que nacieron y aprendieron a obtener beneficios. En ese sentido, las teorías de la dependencia pueden ser equívocas en el sentido de que ubican las causas de la pobreza de América Latina en los términos del comercio internacional pero olvidan sus causas institucionales endógenas y, lo que es peor, tienden a reforzarlas ideológica y políticamente.

El crecimiento económico, como lo concibe North, está íntimamente ligado a la evolución de las instituciones a lo largo de la historia, pero esta evolución no es consecuencia de determinismos naturales. Los agentes del cambio institucional son los sujetos sociales, económicos y políticos, que intentan maximizar sus objetivos reforzando o modificando las instituciones que delimitan su espacio de decisión. Pero el hecho de que los agentes particulares busquen las soluciones más eficientes para ellos, no significa que el marco institucional resultante sea socialmente más eficiente, porque las decisiones particulares tienen consecuencias globales imprevistas. La acumulación de pequeños cambios institucionales diseña la trayectoria de largo plazo de una economía, pero generalmente nunca revierte tal trayectoria debido a la inercia institucional (path dependence) y, en último término, tal trayectoria depende de los acuerdos institucionales que, a su vez, dependen de la manera como está repartido el poder político. Pero no debe olvidarse en dicha inercia el peso inmenso de los factores culturales, o instituciones informales, por lo que es falso pensar que los cambios en los precios relativos o la imposición de un mismo conjunto de reglas formales en dos países que sean culturalmente diferentes afectarán de la misma manera a ambas sociedades
.

2.4. Ampliación de la concepción

de racionalidad económica

y consecuencias éticas

Aquí ya hemos mencionado con frecuencia que la microeconomía ha sido criticada por su reduccionismo, no sólo desde la teología o desde la ética, sino también desde el ámbito mismo de los economistas. Sin embargo, también hemos señalado que tales críticas tienden a simplificar un paradigma bastante complejo y a ignorar que toda teoría científica es reduccionista. El capítulo segundo lo dedicamos a matizar esas críticas recordando que la teoría económica es un pensamiento complejo y vivo y que, además, satisface los requerimientos indispensables para reivindicar un estatuto científico a la luz de la filosofía de las ciencias. En el capítulo tercero hicimos muchas anotaciones sobre los intentos por modificar o ampliar la concepción de racionalidad económica que postula la microeconomía. Y en el capítulo primero, argumentamos que si no asumimos esta complejidad es imposible la aplicación de un método ético que integre un análisis de los límites y posibilidades de la realidad y nos ayude así a plantear correctamente los problemas de moral económica y a hacer un discernimiento realista.

En este sentido, North tiene una propuesta muy específica. Para este autor la teoría neoclásica funciona más o menos bien en el análisis de los mercados en países desarrollados, pero no explica el funcionamiento de otros mercados ni la persistencia de formas ineficientes de intercambio. La microeconomía está basada en la asunción fundamental de la escasez y su concomitante de la competencia, supone un proceso de intercambio sin fricciones en el que los derechos de propiedad son especificados perfectamente y con un costo muy bajo, y además supone que no es costoso adquirir información. La realidad no coincide con tales supuestos, pero esto no significa que se deba desechar toda la microeconomía pues los supuestos de la escasez y la competencia siguen siendo válidos para entender las sociedades complejas actuales. Sin embargo, los supuestos que se refieren a los derechos de propiedad y a la información deben ser modificados, porque ignoran la naturaleza de la coordinación y de la cooperación humanas que generan costos de transacción y tienden a crear instituciones para reducir la incertidumbre
.

Desde la teoría económica los problemas de cooperación se han tratado de resolver en el marco de la teoría de los juegos (ver antes, cap. 3: 2.1.1.) pero tal solución no es satisfactoria, porque para que se den conductas cooperativas entre competidores que tienen por objetivo maximizar su ventaja, supone intercambios repetitivos entre pocos jugadores e información completa sobre la conducta previa de las contrapartes. Además, la microeconomía supone que las instituciones tenderán a ajustarse a la eficiencia del mercado por efecto de la competencia que, a su vez, supone modelos de interpretación de la realidad “verdaderos”. Sin embargo, como sucede frecuentemente en sociedades complejas, es muy difícil mantener la cooperación cuando el intercambio no es repetitivo, cuando no hay información suficiente sobre el comportamiento anterior de los otros jugadores y cuando hay muchos agentes compitiendo. Además, los modelos de interpretación de la realidad nunca son totalmente objetivos y las instituciones son modeladas más por los intereses particulares a través de la acción política de los grupos de poder, que por razones de eficiencia. Por lo tanto, la única posibilidad de acercarse a la comprensión de la cooperación en tal tipo de sociedades es a través de la consideración de los costos de transacción y de cómo éstos se ven afectados por la estructura institucional, pero a esto se debe añadir la investigación sobre los mecanismos del comportamiento humano
.

Por ello, North propone ciertas correcciones o adiciones a los supuestos conductuales de la microeconomía.


Con respecto al agente, se debe partir del supuesto de que las preferencias de los agentes cambian a través del tiempo y no del supuesto de que tales preferencias son estables (ver antes, cap. 3: 2.2.1.). Sin negar que muchas veces los agentes enfrentan repetidamente las mismas situaciones de elección, o una secuencia de elecciones muy similares (ver antes, cap. 3: 3.2.), se debe añadir el supuesto de que también muchas veces se enfrentan a elecciones únicas y no repetitivas donde la información es incompleta y los resultados son inciertos. Por último, hay que superar el supuesto de que los agentes siempre identifican las mejores alternativas (ver antes, cap. 3: 2.2.1.) porque en la realidad la retroalimentación informativa puede ser tan pobre que el actor no pueda identificar las mejores alternativas.


Con respecto al mercado, hay que considerar que pueden darse equilibrios o períodos de tiempo muy prolongados en los que los agentes no estén maximizando su ventaja económica, debido a que la competencia (ver antes, cap. 3: 2.5.) puede ser tan callada y las señales tan confusas, que el ajuste sea muy lento o muy desviado. Además, a diferencia de lo postulado por la microeconomía (ver antes, cap. 3: 2.4.), en la realidad se pueden dar múltiples equilibrios debido a que los agentes pueden mantener una diversidad de interpretaciones de la realidad y actuar de acuerdo a ellas sin encontrarse nunca con eventos que los lleven a cambiarlas. Por último, también con respecto al mercado, la historia proporciona evidencias de que en la realidad se da mucho más que un comportamiento “no cooperativo racional” (ver antes, cap. 3: 2.2.1.). Con respecto a la teoría, el reduccionismo de sus supuestos puede ser útil en ciertos casos pero, por otra parte, son el obstáculo fundamental que impide un entendimiento de la existencia, formación y evolución de las instituciones
.

Por lo tanto, según North, la consideración de las instituciones tiene las siguientes consecuencias para la teoría económica:


La primera consecuencia de tomar en cuenta las instituciones se refiere a la relación que se da en la realidad entre modelos económicos y políticos, instituciones específicas y márgenes de libertad. Los modelos económicos y políticos son específicos de constelaciones particulares de restricciones institucionales que varían radicalmente tanto a través del tiempo como entre economías contemporáneas. En muchos casos tales modelos son altamente sensibles a restricciones institucionales alteradas, lo cual debe tener consecuencias importantes tanto en la teoría económica como en las políticas públicas que, debido a las variaciones institucionales, nunca pueden ser definitivas y universalizables. Los marcos institucionales específicos establecen los márgenes en los que operan las organizaciones o los agentes particulares, lo cual explica la interacción entre el comportamiento de éstos y las instituciones: si los actores sociales dedican sus esfuerzos a actividades improductivas es porque el marco institucional ha proporcionado los incentivos para tales actividades. Todo lo anterior exige que la teoría económica también considere los procesos político-económicos que producen el complejo institucional
.

Para la ética, la consideración de esta relación entre modelos económicos -y políticos- e instituciones es fundamental, en primer lugar para detectar los márgenes de libertad reales que imponen el marco jurídico y las normas culturales y a los que debe adecuarse un modelo teórico o un conjunto de políticas económicas, si se pretende que tenga factibilidad. Pero también tal consideración es fundamental si, además de su factibilidad, se quiere hacer una evaluación moral de las consecuencias que la implantación de un modelo económico o conjunto de políticas económicas tendrán sobre la vida social en su conjunto. Cierto tipo de reformas económicas, aún cuando estén respaldadas por un marco jurídico ad hoc, pueden resultar tan conflictivas e inadecuadas para una marco cultural dado, que su introducción lleve a una reacción de defensa por parte de las identidades culturales o a un atropello de las mismas, resultado que, además de injusto, impide que tal reforma sea eficiente
. 


La segunda consecuencia se refiere al comportamiento del homo œconomicus y su condicionamiento por parte de las instituciones. Incorporar conscientemente las instituciones obliga a los científicos sociales, y en particular a los economistas, a cuestionar los modelos conductuales que subyacen a sus disciplinas y, en consecuencia, a explorar mucho más sistemáticamente las implicaciones del procesamiento costoso e imperfecto de la información para el consecuente comportamiento de los agentes. Los teóricos han tomado en cuenta los problemas de la información, pero no los patrones mentales y las motivaciones a través de los cuales los individuos procesan la información y llegan a las conclusiones que forman sus elecciones. Se debe intentar comprender no sólo por qué existen las instituciones sino también cómo éstas influencian los resultados de las decisiones particulares
.

Para la ética, la ampliación del perfil del agente económico, más allá del homo œconomicus, es importante por dos razones:

1ª 
porque es más adecuado para detectar los márgenes reales de libertad que requiere el primer momento de nuestro método, así como para orientar la instrumentación de decisiones más respetuosas de los seres humanos y de sus condiciones reales, como lo requiere el quinto momento de nuestro método;

2ª 
porque amplía el ámbito de valores implicados en un problema específico, lo cual posibilita un mejor planteamiento del problema moral, que constituye el segundo momento de nuestro método, y por lo mismo, un mejor discernimiento, que es el cuarto momento de nuestro método.


La tercera consecuencia se refiere a la importancia de las ideologías y su condicionamiento por parte de las instituciones. Las ideas y las ideologías son importantes y las instituciones juegan un papel principal en la determinación de qué tanto lo son. Las ideas y las ideologías modelan los modelos mentales subjetivos que los individuos utilizan para interpretar el mundo que los rodea y hacer sus elecciones. Además, al estructurar la interacción humana de cierto modo, las instituciones formales afectan el precio que pagamos por nuestras acciones, y en el grado en que las instituciones formales son deliberadamente o accidentalmente estructuradas para bajar el costo de actuar de acuerdo a las propias ideas, proporcionan la libertad para incorporar las ideas y las ideologías de los agentes en las elecciones que realizan y esto va mucho más allá de los postulados de la teoría económica y de la teoría de la elección pública
.

En otros términos, y desde la perspectiva ética, si las decisiones colectivas en materia económica no se elaboran en un marco jurídico y político que permita la expresión de los valores que vienen de las culturas, y no sólo de los valores económicos implicados, siempre serán decisiones inadecuadas a la realidad social en la que se dan. Tal inadecuación genera una dualidad entre instituciones formales e instituciones informales, dualidad que puede llevar a la anomía con respecto a las primeras, debido a la imposibilidad de que las personas puedan internalizar leyes o restricciones formales que se oponen a sus convicciones ideológicas, a sus tradiciones o a sus normas morales. En último término, tal incompatibilidad genera descomposición social
. 


La cuarta consecuencia se refiere a la importancia de considerar la inevitable relación que se da entre política y economía y su mediación institucional. La política y la economía están inextricablemente vinculadas en cualquier explicación del desempeño de una economía y por lo tanto se debe desarrollar una verdadera disciplina de economía política. La relación de intercambio entre la política y la economía está definida por un conjunto de restricciones institucionales que determina el modo en que un sistema político-económico funciona. Lo político no sólo especifica y hace respetar la estructura de los incentivos de una economía, sino que a través de la parte del producto nacional bruto que pasa por el gobierno, así como de la ubicuidad y la movilidad permanente de las regulaciones impuestas por aquél, es la clave más importante para el tipo de desempeño económico que resulte. Un modelo útil de una economía debe incluir las restricciones institucionales, de tal manera que la moderna macroeconomía nunca resolverá los problemas que enfrenta a menos que sus teóricos reconozcan que las decisiones que vienen del proceso político afectan de manera crítica el funcionamiento de las economías. Todo esto solo podrá ser realizado a través de un modelo del proceso político-económico que incorpore las instituciones específicas implicadas y la consecuente estructura del intercambio político y económico
.

Desde la perspectiva ética, la consideración de los procesos políticos y sus concreciones institucionales en la explicación de los hechos económicos, responde a la preocupación de los teólogos latinoamericanos de reivindicar lo político frente a lo económico, lo cual permite a su vez la superación de la concepción del mercado como un proceso cuasinatural y la asunción por parte de los sujetos sociales del diseño de las instituciones que enmarcan los procesos económicos y sus resultados. Así, los hechos económicos se asumen como hechos humanos y se posibilita su consideración ética.

En síntesis, la clave de un entendimiento analítico del cambio económico de largo plazo es la dependencia de la trayectoria previa o inercia institucional (path dependence), en la cual es fundamental la relación que se da entre los cambios en los marcos jurídicos y los cambios, o resistencias al cambio, de las normas culturales. Esta perspectiva asume los postulados de la escasez y la competencia de la teoría neoclásica, así como los incentivos en tanto que fuerza conductora de la actividad económica, pero modifica tal teoría incorporando la información incompleta, los modelos subjetivos de la realidad y los rendimientos crecientes propios de las instituciones. Esta ampliación abre la posibilidad de conectar el micronivel de la actividad económica con los incentivos del macronivel que proporciona el marco institucional. En este sentido, se abre una posibilidad para la superación de la esquizofrenia teórica y política entre los objetivos del nivel macro y los objetivos del nivel micro, desconexión que es una característica propia de las políticas neoliberales aplicadas en los países más pobres.

La fuente del cambio incremental de las instituciones son las ganancias de las organizaciones y los agentes que vienen de la adquisición de habilidades, conocimiento e información que promueven sus objetivos. La inercia institucional viene de los mecanismos de rendimientos crecientes que refuerzan la dirección del movimiento de las instituciones una vez que se está en una trayectoria dada. Las alteraciones en la trayectoria vienen de las consecuencias imprevistas de las decisiones, de los efectos externos y a veces de fuerzas exógenas al marco analítico. Las reversiones de la trayectoria, es decir del estancamiento al crecimiento o viceversa, pueden venir de las fuentes de cambio ya mencionadas, pero ocurrirán típicamente a través de cambios en la política
 .

2.5. Asunción crítica

de la teoría económica institucional
Aunque la teoría económica institucional de North no tiene como propósito tratar cuestiones éticas sino explicar la eficiencia o ineficiencia de una economía en el largo plazo, sus consecuencias para la reflexión ética sobre la vida económica son insoslayables.

En este trabajo estamos asumiendo la teoría de North como mediación socio-económica articulada a las mediaciones económicas de la microeconomía y de la economía del bienestar, por lo tanto es necesario discernir las tesis de aquélla para utilizar las que nos puedan servir en el camino hacia la ética.

La teoría económica institucional de North es economicista en el sentido de que su preocupación es explicar los factores que determinan la eficiencia macroeconómica de una sociedad o, en sus propios términos, las causas que determinan el desempeño de una economía a lo largo de la historia. Sin embargo, el suyo no es un economicismo como el de los neoliberales, porque éstos pretenden explicar las características de una sociedad partiendo de la aplicación de la racionalidad microeconómica a todos los ámbitos de las relaciones sociales, mientras que North demuestra que el modo como se da la existencia de los mercados y su funcionamiento depende no sólo de la racionalidad individual postulada por la microeconomía sino además, y principalmente, de la racionalidad que rige la formación de las instituciones propias de la sociedad en la que existen tales mercados. Por ello, más que de economicismo a secas, en el caso de North, se debe hablar de economicismo institucional.

Además, el enfoque de North es profundamente etnocéntrico, porque el punto de referencia de su reflexión es la eficiencia macroeconómica entendida como el crecimiento económico propio de los países altamente industrializados que supone la idea moderna de progreso. Quedan excluidas por lo tanto la consideración de una eficiencia sin crecimiento o la consideración de un progreso humano sin crecimiento económico, cuestiones que no son secundarias para la ética económica si tomamos con seriedad dos realidades: el hecho de que los recursos del planeta son limitados
 y el hecho, más trascendental, de que no todo crecimiento económico implica un desarrollo humano integral
. Sin embargo, al ubicar las causas de la eficiencia o ineficiencia económicas más allá del mercado, la teoría económica institucional nos permite superar el economicismo neoliberal y desplazar la discusión sobre la economía y la eficiencia a los ámbitos de la política y de la cultura, lo cual es sumamente importante para sociedades en las que la pobreza tiene como una de sus causas fundamentales la ineficiencia económica.

En este sentido se trata de un arma de dos filos, porque da lugar a dos planteamientos opuestos:

1º 
si lo que se pretende es la eficiencia macroeconómica, entonces las mejores instituciones para lograr tal objetivo son las que se dan en los países altamente industrializados, en cuyo caso la teoría de North resulta profundamente imperialista tanto en el sentido político y jurídico como en el sentido cultural, pero

2º 
si lo que se pretende es el desarrollo humano integral, entonces la eficiencia macroeconómica debe respetar las instituciones propias de cada sociedad, en cuyo caso la teoría de North puede ser una herramienta muy útil al permitirnos entender los mecanismos que rigen la estrecha relación que se da entre economía e instituciones.

Que utilicemos la teoría económica institucional para justificar la globalización de las instituciones que vienen de occidente o que la utilicemos para comprender las relaciones que se dan entre la economía y las instituciones en otro tipo de países, depende de los fines que una sociedad quiera asignar a la actividad económica y del lugar que ocupe la eficiencia, entendida como crecimiento económico, en ese propósito.

Sin embargo, el pensamiento de North da para establecer algunos matices importantes, fundamentalmente los que permite la distinción entre instituciones formales e instituciones informales. North da por supuesto que el mecanismo normal para resolver los problemas de los intercambios económicos es el mercado y afirma que el marco político más adecuado para la eficiencia es la democracia, sin embargo, no dice cuáles sean las restricciones informales más adecuadas para tal fin, ni afirma que las normas o instituciones informales propias de los países industrializados sean las únicas que llevan a un desempeño económico eficiente. Cuando se refiere a los factores culturales que inciden en la eficiencia económica sólo menciona dos tipos de restricciones, las que promueven los incentivos para invertir y las que facilitan la cooperación social. Nos parece que en este amplísimo marco se pueden dar una variedad inmensa de perfiles culturales que logren combinar las instituciones formales que vienen de occidente, y que ya son un “dato” en nuestras sociedades, con las instituciones informales propias de cada ethos cultural. En todo caso, dado el fenómeno de la occidentalización de la economía, que es la característica primordial de la llamada globalización, este es el problema ético fundamental que deben resolver las sociedades actuales y la teoría de North permite plantearlo adecuadamente.

La teoría económica institucional supera tanto el planteamiento común y falacioso de que los problemas económicos de las sociedades actuales se reducen al falso dilema de escoger entre mercado y Estado, como el planteamiento propio del neoliberalismo radical de reducir el Estado a una agencia privada de seguridad. Para North, la existencia del Estado responde a la necesidad de reducir la incertidumbre en los intercambios económicos, políticos y sociales propia de las sociedades complejas actuales, lo cual desplaza la discusión al modo y la medida en que el Estado debe intervenir en la vida económica de una sociedad. También, a través de la inclusión de la cultura, en la forma de restricciones informales que limitan el conjunto de oportunidades de los agentes económicos, North descarta la posibilidad de explicar el mercado como mecanismo totalmente autónomo de intercambio y hace inevitable la inclusión de los factores culturales en la reflexión económica.

Por todo lo anterior, la teoría económica institucional es una herramienta teórica adecuada para dos objetivos que tienen que ver con el método que aquí se está proponiendo:

1º 
detectar los márgenes de libertad implicados en los hechos económicos (primer momento de nuestro método) e instrumentar decisiones respetando los mecanismos reales de tales hechos (quinto momento) y

2º 
definir y comprender lo que constituye el objeto propio de una teoría de la justicia que responda a los momentos éticos de nuestro método (momentos segundo, tercero y cuarto), es decir, lo que Rawls llama las instituciones básicas de una sociedad y que deberían tener como virtud propia la justicia.

3. 
Mediaciones económicas

y segunda definición de la ética social

En este capítulo hemos expuesto las teorías que se pueden constituir como mediaciones entre la microeconomía y la ética en un método teológico moral. La economía del bienestar es de alguna manera una prolongación de la microeconomía porque, asumiéndola, intenta responder a las preguntas que ésta plantea, fundamentalmente la de las fallas del mercado, la de la distribución justa y la de la intervención del Estado en la economía. Sin embargo, aunque la economía del bienestar plantea claramente las preguntas que deja abiertas la microeconomía y propone caminos político-económicos para su respuesta, abre nuevas preguntas que remiten ya directamente a los ámbitos político y ético de las relaciones sociales. Las preguntas que plantea la economía del bienestar a la política y a la ética se reducen a dos: ¿cuáles son los mejores procedimientos para tomar las decisiones políticas sobre cuestiones económicas? y ¿qué criterios éticos deben regular y orientar tales decisiones?

En síntesis, la economía del bienestar construye puentes entre racionalidad económica, racionalidad política y racionalidad ética, y entre racionalidad individual y racionalidad social, perfilando claramente los límites que impone la microeconomía al pensamiento ético, pero señalando también las posibilidades de integrarla en algún momento del método ético sin necesidad de recurrir a un paradigma económico alternativo, hoy inexistente. Sin embargo, esto supone el esclarecimiento de las relaciones que existen entre la economía real y las instituciones y tal explicación la encontramos en la teoría económica institucional. Esta teoría nos permitió ampliar la comprensión de los mecanismos que vinculan a los mercados con el marco institucional, tanto formal como informal, superando así el falso dilema entre Estado y mercado y advirtiéndonos sobre los riesgos de desarticular el mercado de la  cultura, y nos permitió también comprender la existencia del Estado como respuesta a profundas necesidades propias de las sociedades complejas actuales.

El alcance de cada una de estas mediaciones en la explicación de los hechos económicos es creciente, yendo de la microeconomía a la teoría económica institucional. Sin embargo, permanecen ausentes otras mediaciones económicas, como la macroeconomía y la economía internacional, pero no porque consideremos que sean innecesarias, sino por los límites propios de este trabajo. De cualquier manera, consideramos que la teoría económica institucional puede servir también de puente entre la microeconomía/economía del bienestar y la macroeconomía/economía internacional. 

Todo lo anterior tiene repercusiones importantes para la reflexión ética sobre la vida económica. Una de las exigencias de los teólogos analizados en el primer capítulo era la de ampliar el marco teórico y social en el que se deben dar las propuestas morales sobre la economía. Para los teólogos de la crítica teológica a la economía política es necesario tanto reivindicar lo político y lo espiritual frente a lo económico, como proponer las mediaciones institucionales que permitan ir acercando los proyectos históricos a la utopía. Para Chiavacci se trata tanto de incluir la ética de la economía en una ética social más amplia, que incluya al menos la ética política y la ética de la comunicación, como de la necesidad de promover una revolución cultural capilar que supere el economicismo de occidente. Para Falise es necesario incluir los factores ideológicos, estructurales y de poder político en la comprensión y humanización de las relaciones económicas en las sociedades actuales y tener presente que toda relación económica entraña valores morales de fondo.

Nos parece que la teoría económica institucional confirma sistemáticamente la necesidad de tal ampliación y además nos introduce en la comprensión de los mecanismos que vinculan las relaciones puramente económicas con las relaciones políticas, jurídicas y culturales de una sociedad, de tal manera que responde no sólo a la necesidad de afirmar la importancia de las instituciones en las relaciones de mercado sino que además nos permite comprender cómo las instituciones inciden en estas últimas. Nos parece que sin esta segunda aportación las propuestas de los teólogos quedarían nuevamente a medio camino en su propósito de contribuir a la formación de sociedades más justas, porque esos autores nos dicen a dónde debemos ir o hacia dónde debemos empujar con nuestra praxis, pero no nos dicen cómo hacerlo cotidiana y políticamente al ignorar los mecanismos subjetivos e institucionales a través de los cuales pasa nuestra acción.

A la vez, la utilización de tal herramienta nos permite identificar el “objeto” de la justicia propuesto por Rawls con las “instituciones formales” de North y redefinir nuestra propuesta (cap. 3: 7.) de distinguir entre los tres campos de la ética que aquí hemos relacionado con la vida económica, añadiendo un matiz importante a la ética social, de la siguiente manera:

1ª 
la ética intrasubjetiva de la economía, sobre la moralidad de las decisiones individuales, en cuanto a sus motivaciones y en cuanto a que tales decisiones contribuyen a la formación del propio ethos personal de los sujetos;

2ª 
la ética intersubjetiva de la economía, sobre la moralidad de las decisiones individuales que repercuten en la vida de otros individuos a través de la economía, en cuanto que una decisión individual puede generar beneficios o perjuicios sociales a través del poder de mercado o a través de las externalidades, y en cuanto que las decisiones de muchos individuos pueden repercutir en la conformación del mercado;

3ª 
la ética social de la economía, sobre la moralidad de las decisiones colectivas en cuanto que éstas

- 
al concretarse en instituciones influyen en la conformación de las variables exógenas y, a través de éstas, en la conformación y funcionamiento del mercado que, a su vez, repercute en la eficiencia y en la distribución de la riqueza de una economía dada;

- 
también a través de las instituciones distribuyen los poderes y los bienes económicos.

Por lo tanto, si las instituciones son límites que definen los márgenes de libertad, las éticas intrasubjetiva e intersubjetiva serían éticas sobre la moralidad de las decisiones al interior de tales límites, mientras que la ética que aquí hemos llamado social, sería una ética de los límites, es decir, una ética sobre la libertad y la responsabilidad de cambiar el marco institucional de una sociedad. Sin embargo, como explicaremos posteriormente y por cuestiones de método, quedarán fuera de nuestra consideración de la ética social las instituciones informales, que a nuestro modo de ver deberían ser el objeto de una ética transcultural o intercultural o de una filosofía crítica de la cultura
, que por referirse a las normas, en este caso culturales, al interior de las cuales se dan las relaciones humanas, sigue siendo parte de la ética social y que, a su vez, debe incluir necesariamente la dimensión bioética, porque en el ser humano la evolución biológica se prolonga en la evolución cultural
 que tiene como una de sus dimensiones fundamentales lo económico en el sentido del modo como se reproduce socialmente la vida, y la dimensión ético-ecológica, porque una cultura incluye el modo como un grupo humano se relaciona con el resto de la creación a través de las técnicas
. Esta dimensión ética de la vida humana tiene también profundas repercusiones en la vida económica y, a su vez, la economía tiene profundas repercusiones en la naturaleza
.

Pasamos entonces a nuestro capítulo conclusivo en el que expondremos una teoría ética que, asumiendo la teoría económica convencional en sus vertientes microeconómica y del bienestar, sea compatible con la teoría de las instituciones que aquí propusimos y pueda a su vez ser integrada al método teológico moral en su aplicación a problemas de moral económica.
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� 	Además de los manuales recomendados anteriormente, para esta sección sobre la economía del bienestar recomendamos como manual de nivel universitario, STIGLITZ J. E., La economía, o.c. Aquí simplificamos la exposición porque incluimos en un sólo título -”economía del bienestar”- diversas teorías que se refieren a las relaciones entre Estado y mercados. Para una exposición mucho más completa de este tema y presentada con un esquema en el que se distinguen claramente las teorías, ver AYALA ESPINO José, Mercado, elección pública e instituciones. Una revisión de las teorías modernas del Estado, Facultad de Economía-UNAM, México 1996.


� 	Amartya Sen habla del “doble origen” histórico de la economía (Cf. Sobre ética, o.c., 21-25). Para Aristóteles, no hay duplicidad, la moral y la técnica son dos dimensiones del mismo acto económico, pues la crematistica (lo técnico) se subordina a la económica (lo moral) y ésta a la eydaimonia (el fin último) (Cf. CRESPO R.F. La acción económica, o.c., 105-107).


� 	Adam Smith (1723-1790), padre de la economía moderna fue catedrático de filosofía moral en la Universidad de Edimburgo y su primera obra fue Teoría de los sentimientos morales (1759). En ese tiempo la cátedra de filosofía moral abarcaba la teología natural, la ética, la jurisprudencia y economía (‘expediency’ [fitness to some end]) (Cf. SKINNER A.S., Adam Smith, o.c., 2). Thomas R. Malthus (1766-1834) fue sacerdote y párroco de la Iglesia oficial inglesa, su primera obra fue un ensayo sobre la perfección del hombre y ocupó la primera cátedra de economía política en Inglaterra (Cf. Ibid., 90). John Stuart Mill (1806-1873), quien afirmaba que “no es un buen economista el que es sólo economista” (citado por RICOSSA S., Diccionario de economía, o.c., 204) era un filósofo social y el título de su obra más importante ya es revelador en este sentido: Principles of Political Economy, with some of their applications to Social Philosophy (Cf. RYAN A., John Stuart Mill, o.c., 199). Léon Walras (1834-1910), iniciador de la escuela “neoclásica” y gran impulsor del uso de las matemáticas en economía, incluía como área de la investigación económica la economía social, “que se ocupa de los principios de justicia que deberían gobernar la distribución de la riqueza” (Cf. AA.VV., Enciclopedia dell’economia, o.c., 1152-1153). Para una exposición más detallada del pensamiento de los clásicos y los marginalistas ver antes, cap. 2: 1. y 2.


� 	Cf. BOULDING K.E., La economía como una ciencia moral, en AAVV Crítica a la ciencia económica, Periferia (Col. Ciencia, desarrollo e ideología), Buenos Aires 1972, 67. James M. Buchanan afirma: “Classical political economy emerged from moral philosophy, and its propounders considered their efforts to fall naturally within the limits of philosophical discours” (Constitutional economics, o.c., 81).


� 	Cf. DUCHATELEZ K, La notion d'économie et ses richeses théologiques, en Nouvelle Revue Théologique 3 (1970) 267-292. Sobre el principio de la “economía” como uno de los rasgos específicos de la revelación cristiana, Cf. LATOURELLE René, revelación, en AA.VV., Diccionario de Teología Fundamental, Paulinas, Madrid 1992, 1269-1270.


� 	Como vimos en el cap. 2: 2.1.1, la tendencia marginalista de la teoría económica, también llamada “neoclásica”, pone el acento en el análisis de la demanda con su teoría subjetiva del valor, según la cual, el valor de un bien está determinado por la utilidad que proporciona a quien lo demanda (valor subjetivo) y no tanto por el trabajo necesario para producirlo (valor absoluto) (Cf. AA.VV., Enciclopedia dell’economia, o.c.  1138-1139; PORTA PL., Le teorie, o.c., 1173-1174); para una exposición más afinada de las teorías del valor, ver SCHETTINO M., Economía contemporánea, o.c., 18-24; para una visión histórica, ver DOSTALER G., Valor y precio, o.c., y DOBB M., Teorías del valor, o.c., Los primeros exponentes de la teoría subjetiva fueron Carl Menger (1840-1921), austriaco; Stanley William Jevons (1835-1882), inglés; y Leon Walras (1834-1910), francés (Cf. AA.VV., Enciclopedia dell’economia, o.c., 702, 618 y 1152-1153; ver antes, cap. 2: 2.1., 2.3.). Tres textos fundamentales en la discusión entre marginalistas y marxistas los econtramos en BÖHM-BAWERK-HILFERDING-BORTKIEWICZ, Economia borghese, o.c.


� 	Cf. WINCH D.M. Economía analítica, o.c., 15-24, 30-31, 39-40, 91, etc. El párrafo conclusivo de la obra de Winch constituye un testimonio de reconocimiento de las posibilidades y los límites (¡y contradicciones!) de la microeconomía: “Pensar cómodamente que la formulación de una política es directa y simplemente una cuestión de juicios de valor, y en consecuencia no es asunto ni responsabilidad de la disciplina de la economía, es negar que vivamos en un mundo paretiano. El juicio de valor paretiano es exclusivamente un juicio de valor. Puede que algunos lo rechacen, pero antes de que sea rechazado, implícita o explícitamente por los economistas, debe recordarse que prácticamente todo el edificio de la teoría económica, tal como la conocemos hoy día, se ha edificado sobre la base de las premisas paretianas. Si se rechazan estas premisas, esta teoría pierde su relevancia para el mundo en que vivimos. La Economía, en su estado actual, es irrelevante o inadecuada para enfrentarse con los problemas de política económica que presenta el mundo moderno, y los economistas son precisamente los profesionales de este oficio. Cuanto más pronto se tome conciencia de esta situación y mayor esfuerzo se realice para remediarla, menos tiempo faltará para poder decir que este libro se ha quedado anticuado” (Ibid., 216).


� 	Cf. STIGLITZ J.E., La economía, o.c., 68-70.


� 	Se trata realmente de una simplificación si consideramos que existen muchas vertientes de esta doctrina y que algunas de éstas acentúan los aspectos cualitativos y colectivos del bienestar y de la felicidad, aun en sus primeros expositores como John Stuart Mill (1806-1873), cuyo utilitarismo se ha caracterizado como hedonismo ético universal y uno de cuyos principios sería: “es deseable que todo el mundo busque la felicidad de todo el mundo, incluida la suya propia” (Cf. GUISAN E., Utilitarismo, o.c., 269-295). John Rawls distingue como criterios de justicia distributiva en el utilitarismo, el principio clásico (classical utilitarianism), el principio de utilidad media (average utility) y las concepciones mixtas (mixed conceptions) (Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 161-175, 22-27, 315-325).


� 	Citado por SAMUELSON P.A.-NORDHAUS W.D., Economía, o.c., 42. énfasis nuestros.


� 	Citado por FRANK R.H., Microeconomía y conducta, o.c., 17. Para consultar en inglés estos dos textos de Smith, ver aquí las notas 22 y 23 del capítulo segundo.


� 	Cf. SEN A., Sobre ética, o.c., 39-45. Como continuador del pensamiento de Hume, Smith considera que la base de la moral es el sentimiento de simpatía, mientras que en el campo de la acción, el móvil es el impulso al ahorro (Cf. GEYMONAT Ludovico, Historia de la filosofía y de la ciencia. 2. Del renacimiento a la ilustración, Crítica, Barcelona, 1985, 253-254). En este sentido es interesante el siguiente texto de Smith: “Al desechar... por completo todos los sistemas de restricciones, el evidente y sencillo sistema de libertad natural establece su propio acuerdo. Cada hombre, mientras no viole las leyes de la justicia, queda perfectamente libre de perseguir su propio interés a su manera y de hacer competir su industria y su capital con el de cualquier otro hombre” (citado por GAUTHIER D. La moral, o.c., 120, énfasis nuestro).


� 	Cf. NISBET R., Historia de la, o.c., 265-273. Para una exposición más amplia del pensamiento moral y social de Smith, ver antes, cap. 2: 1.1.


� 	Para Buchanan, “'constitutional economics' is more closely related to the work of Adam Smith and the classical economists than its modern 'non-constitutional' counterpart” (BUCHANAN J., Constitutional economics, o.c., 79). Y según Rawls, “In designing and reforming social arrangements one must, of course, examine the schemes and tactics it allows and the forms of behavior which it tends to encourage. Ideally the rules should be set up so that men are led by their predominant interests to act in ways which further socially desirable ends. The conduct of individuals guided by their rational plans should be coordinated as far as possible to achieve results which although not intended or perhaps even foreseen by them are nevertheless the best ones from the standpoint of social justice. Bentham thinks of this coordination as the artificial identification of interests, Adam Smith as the work of the invisible hand. It is the aim of the ideal legislator in enacting laws and of the moralist in urging their reform” (RAWLS J., A Theory, o.c., 57). Para una lectura de Smith como fuente de una crítica al neoliberalismo, Cf. SERRANO Enrique, Liberalismo y justicia. Reflexiones sobre un debate inconcluso, en Metapolítica 6 (1998) 225-240.


� 	“The central focus is on the problem of human cooperation -specifically the cooperation  that permits economies to capture the gains from trade that were the key to Adam Smit’s «Wealt of Nations». The evolution of institutions that create an hospitable environment for cooperative solutions to complex exchange provides for econimic growth” (NORTH D.C., Institutions, institutional change, o.c., vii); “Smith was concerned not only with those forms of cooperation that produced collusive and monopolistic outcomes, but also with those forms that would permit realization of the gains from trade” (Ibid., 11-12).


� 	Cf. SAMUELSON P.A.-NORDHAUS W.D., Economía, o.c., 355.


� 	Cf. RICOSSA S., Diccionario de economía, o.c., 249. Uno de los economistas convencionales más críticos del capitalismo mundial actual, John K. Galbraith, afirma: “La referencia a una mano invisible tiene para muchos cierta resonancia mística: he aquí una fuerza espiritual que sostiene la búsqueda del interés propio y que guía a los hombres en el mercado hacia el más benigno de los fines. Esa creencia inflige a Smith una grave injusticia; en efecto, la mano invisible, la más famosa metáfora de la economía, sólo fue eso: una metáfora. Como hombre de la ilustración, nuestro autor no trató de procurar para su argumento ningún apoyo sobrenatural. En los últimos capítulos se relatará cómo, en nuestra época, el mercado llegó a adquirir realmente un aire de beneficencia teológica que Smith no habría aprobado” (Cf. Historia de la, o.c., 78).


� 	Cf.GRAZIOLA Giancarlo, marginalismo, en AA.VV., Enciclopedia dell’economia, o.c., 671.


� 	Ver antes, cap. 2: 2.3.


� 	Ver antes, cap. 2: 2.1.1.


� 	Cf. PORTA PL., Le teorie, o.c., 1173-1174.


� 	Cf. AA.VV., Enciclopedia dell’economia, o.c., 1152-1153.


� 	Cf. RICOSSA E., Diccionario de economía, o.c.,65-66.


� 	Ver antes, cap. 2: 2.5.


� 	Cf. RICOSSA E., Diccionario de economía, o.c., 66; NICOLA PC., equilibrio..., o.c., 458.


� 	O igualdad de sus “tasas marginales de sustitución técnica”, es decir, cuando no se puede dar una combinación de los factores de producción que sea mejor (Cf. AA.VV., Enciclopedia dell’economia, o.c., 801-802; FRANK R.H., Microeconomía y conducta, o.c., o.c.,684-689).


� 	O igualdad en sus “tasas marginales de transformación”, es decir, cuando no se puede dar una combinación de bienes producidos que sea mejor (Cf. AA.VV., Enciclopedia dell’economia, o.c., 801-802; FRANK R.H., Microeconomía y conducta, o.c., o.c., 307-309).


� 	O igualdad en sus “tasas marginales de sustitución”, es decir cuando no se puede dar una combinación de los bienes comprados que sea mejor (Cf. AA.VV., Enciclopedia dell’economia, o.c., 801-802; FRANK R.H., Microeconomía y conducta, o.c., o.c., 80-97).


� 	Cf. AA.VV., Enciclopedia dell’economia, o.c., 442-444.


� 	Cf. AA.VV., Enciclopedia dell’economia, o.c., 801.


� 	Cf. AA.VV., Enciclopedia dell’economia, o.c., 841; DOBB M., Teorías del valor, o.c., 262..


� 	Cf. GUIDI V., economie esterne,  en AA.VV., Enciclopedia dell’economia, o.c., 438.


� 	Henry Sidgwick, filósofo inglés, es un caso más de “filósofo moral-economista”. En el ámbito de la filosofía moral una de sus aportaciones principales es la distinción entre el “hedonismo egoísta” y el “hedonismo utilitarista” y la demostración de su incompatibilidad. En el ámbito de la economía ubicó las externalidades como fallo del mercado (Cf. GUIDI V., economie esterne,  o.c., 438; AA.VV., Enciclopedia dell’economia, o.c., 1013; AAVV, Enciclopedia de, o.c., 903-904). Para John Rawls The Methods of Ethics de Sidgwick resume el desarrollo de la teoría moral utilitarista clásica al mismo tiempo que ofrece su formulación más clara y accesible (Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 22-23).


� 	Alfred Marshall, economista inglés, constituye un hito en el desarrollo de la economía moderna. Fundador de la “escuela de Cambridge” aportó categorías fundamentales para el análisis económico como el análisis temporal, los equilibrios parciales, la elasticidad de la demanda y el principio de sustitución. En el ámbito de la economía del bienestar, además de elaborar el concepto de excedente del consumidor, orientó la economía a preocupaciones éticas y sociales (Cf. AA.VV., Enciclopedia dell’economia, o.c., 677-678; PORTA PL., Le teorie, o.c., 1174-1175; ROLL E., Historia de las, o.c., 363-364).


� 	Cf. STIGLITZ J.E., La economía, o.c., 94.


� 	Cf. AA.VV., Enciclopedia dell’economia, o.c., 802.


� 	Cf. SAMUELSON P.A.-NORDHAUS W.D., Economía, o.c., 355.


� 	Cf. FRANK R.H., Microeconomía y conducta, o.c., 680.


� 	Cf. STIGLITZ J.E., La economía, o.c., 94.


� 	Cf. AA.VV., Enciclopedia dell’economia, o.c., 802.


� 	Cf. SAMUELSON P.A.-NORDHAUS W.D., Economía, o.c., 356.


� 	Cf. Ibid., 356.


� 	Cf. FRANK R.H., Microeconomía y conducta, o.c., o.c., 683.


� 	Cf. WINCH D.M. Economía analítica, o.c., 105-110; BONNER John, Introduction to the theory of social choice, Johns Hopkins University Press, Baltimore, Maryland 1986, 133-135.


� 	Cf. WINCH D.M., Economía analítica, o.c., 204-205.


� 	Cf. WINCH D.M., Economía analítica, o.c., 204-210.


� 	Cf. STIGLITZ J.E., La economía, o.c., 61-62; WINCH D.M. Economía analítica, o.c., 37-40.


� 	Cf. STIGLITZ J.E., La economía, o.c., 68-70.


� 	Cf. SEN A., Sobre ética, o.c.,48-49; DOBB M., Teorías del valor, o.c., 261-267.


� 	Cf. STIGLITZ J.E., La economía, o.c., 70-72.


� 	Cf. BONNER J. Introduction to, o.c., 131-143.


� 	Cf. BROSIO Giorgio, scienza delle finanze, en AA.VV., Enciclopedia dell’economia, o.c., 980-987.


� 	Algunos lo plantean como el conflicto, propio de las democracias liberales, entre democracia y mercado o entre racionalidad democrática y racionalidad estratégica (Cf. RUBIO CARRACEDO José, Educación moral, o.c., 154-197).


� 	La programación económica se puede definir como “un método de gobierno de la economía”. En el campo de la teoría consiste en “un cuerpo de reglas para la preparación de programas de gobierno, desde la elección de los objetivos a la de los instrumentos y los métodos óptimos de articulación de ambos”. En la practica designa al “documento (por ejemplo, en México, el Plan Nacional de Desarrollo) que identifica los instrumentos que se usarán para alcanzar uno o más objetivos en un cuadro institucional dado”. Es importante señalar que la programación económica no es excluyente de un régimen democrático o inherente a un régimen político autoritario, (Cf. SAVONA Paolo, programmazione economica, en AA.VV., Enciclopedia dell’economia, o.c., 883-884).


� 	Cf. SAMUELSON P.A.-NORDHAUS W.D., Economía, o.c., 49-55 y 361-384.


� 	Cf. STIGLITZ J.E., La economía, o.c., 113-114.


� 	Ver antes la nota 216 del capítulo 3.


� 	Algunos autores mencionan seis casos de fallas del mercado: 1) la ausencia de competencia perfecta (monopolio, etc.), 2) los bienes públicos, 3) las externalidades, 4) los mercados incompletos (cuando existe demanda de un bien pero no su oferta correspondiente), 5) las deficiencias en la información, 6) el paro, la inflación y el desequilibrio (referentes a la macroecomía), (Cf. STIGLITZ J.E., La economía, o.c., 102-113).


� 	Para una exposición técnica sobre los diferentes tipos de bienes públicos y los mecanismos que utiliza la administración pública para suministrarlos (Cf. STIGLITZ J.E., La economía, o.c., 123-154). Winch formula así los dos extremos: “Si todos los bienes fuesen privados puros, la optimalidad se conseguiría con un sistema de mercado perfectamente competitivo, y si la distribución estuviera considerada como equitativa, el «laissez-faire» llevaría al óptimo. Si todos los bienes fuesen públicos puros, el intercambio no tendría lugar... La asignación tendría que determinarse políticamente y la distribución sería entonces una cuestión de distribución del poder político”. Pero como vivimos en un mundo mixto “en el que los bienes privados son numerosos, pero se producen muchos bienes públicos por el Estado, distribuiremos los bienes privados a través de un sistema de mercado modificado por la imposición y el poder político a través de la Constitución... Sin embargo, si tenemos un conjunto de juicios de valor distributivos basado en el concepto de propiedad privada y otro basado en la distribución igualitaria de los derechos de voto, y ambos tratan de prevalecer al mismo tiempo, existe una clara posibilidad de conflicto” (Economía analítica, o.c., 132-135 y 144).


� 	Para una exposición técnica sobre las externalidades y su resolución por parte de la administración pública, Cf. STIGLITZ J.E., La economía, o.c., 229-257.


� 	Para una explicación detallada e ilustrada con numerosos ejemplos sobre las políticas antimonopólicas por parte del poder público, Cf. FRANK R.H., Microeconomía y conducta, o.c., o.c., 460-469.


� 	Cf. GRAZIOLA G., informazione, teoria economica della, en AA.VV., Enciclopedia dell’economia, o.c., 584-586.


� 	Cf. BENASSI C., incerteza, teoria, o.c., 561-562.


� 	Cf. AA.VV., Enciclopedia dell’economia, o.c., 918.


� 	Cf. Ibid.,


� 	Cf. Ibid.,


� 	Cf. STIGLITZ J.E., La economía, o.c., 113-114 y 62-63.


� 	Cf. MM, 43-52; GS, 63.


� 	Cf. SAMUELSON P.A.-NORDHAUS W.D., Economía, o.c., 368-371; STIGLITZ J.E., La economía, o.c., 156-157; RICOSSA S., Diccionario de economía, o.c., 509-510.


� 	Cf. STIGLITZ J.E., La economía, o.c., 178-183; RICOSSA S., Diccionario de economía, o.c., 510; SAMUELSON P.A.-NORDHAUS W.D., Economía, o.c., 367-368.


� 	Cf. SAMUELSON P.A.-NORDHAUS W.D., Economía, o.c., 369-371.


� 	Para las elecciones de 1997 en México “en publicidad, imagen, propaganda y mercadotecnia cada candidato a la Asamblea de Representantes deberá gastar, por lo menos 500 mil pesos (62,000 dólares, aprox.); un aspirante a diputado, un millón (125,000 dólares, aprox.), y dos millones (250,000 dólares, aprox.) si lo que pretende es un escaño en el senado... los partidos destinarán 60% de los recursos que les asignó el IFE (Instituto Federal Electoral) a promover su imagen” (Diario El Financiero, 16 de febrero de 1997, 10-11).


� 	Cf. GALEOTTI Gianluigi, politica, teoria economica della, en AA.VV., Enciclopedia dell’economia, o.c., 844-846. Sobre la “economía constitucional” de James M. Buchanan, que puede ser incluida en esta vertiente, ver aquí cap. 2: 4.2. y la nota 114 de este capítulo.


� 	Cf. RICOSSA S., Diccionario de economía, o.c., 510.


� 	Cf. STIGLITZ J.E., La economía, o.c., 217-220.


� 	Cf. Ibid., 219.


� 	Cf. Ibid., 222.


� 	Cf. Ibid., 222-225.


� 	CROZIER Michel, Cómo reformar al Estado. Tres países, tres estrategias: Suecia, Japón y Estados Unidos, FCE, México 1992, 20.


� 	Cf. Ibid., 20-24; LINZ Juan-STEPHAN Alfred, Problems of Democratic Transition and Consolidation, John Hopkins, Baltimore, 1996, y para una aplicación a México, RUBIO Luis, ¿Transitando a la democracia?, en Nexos 235 (1997) 39-47.


� 	Es el problema del free-rider o “polizón” (Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 267). “In generale, quando la manifestazione delle preferenze per i beni pubblici e la partecipazione al finanziamento al costo totale sono collegate, ciascun individuo tenderà a esprimere le preferenze stesse in modo distorto” (AA.VV., Enciclopedia dell’economia, o.c., 512; MORAMARCO V., beni pubblici, o.c., 134-135; STIGLITZ J.E., La economía, o.c., 157-158).


� 	Cf. SAMUELSON P.A.-NORDHAUS W.D., Economía, o.c., 372-373.


� 	Por ejemplo, en la Constitución de México, para los casos de la formación de un nuevo Estado (art. 73), la elección de presidente interino (art. 84) y la reforma de la misma (art. 135).


� 	Cf. FRANK R.H., Microeconomía y conducta, o.c., o.c., 753-755.


� 	Cf. SAMUELSON P.A.-NORDHAUS W.D., Economía, o.c., 373-374.


� 	Cf. BONNER J. Introduction to, o.c., 56-71; MORAMARCO V., scelte sociali, teoria delle, en AA.VV., Enciclopedia dell’economia, o.c., 976-977. Winch encuentra en la teoría de Arrow dos “axiomas”: 1) comparabilidad y 2) transitividad, y cinco “condiciones”: 1) que siempre existan tres alternativas o más, 2) relación positiva entre los valores sociales y los individuales (condición paretiana), 3) independencia de las alternativas irrelevantes, 4) la soberanía de los ciudadanos (que no haya imposiciones externas a la sociedad) y 5) no dictadura, que se considera como imposición interna (Cf. o.c., 191-193).


� 	Cf. SAMUELSON P.A.-NORDHAUS W.D., Economía, o.c., 374. Semejante a éste es el teorema de imposibidad o paradoja del liberal paretiano de Amartya Sen, según el cual es imposible encontrar reglas de elección colectiva, o funciones de decisión social, que respeten simultáneamente tres condiciones: 1) dominio universal: no existen restricciones a priori sobre preferencias de los individuos, 2) unanimidad: la decisión social sobre un par de alternativas debe respetar la eventual unanimidad sobre una alternativa, 3) liberalismo: para cada individuo existe al menos un par de alternativas sobre las cuales la sociedad debe respetar las preferencias del individuo; se trata de la atribución de una esfera protegida que se reconoce a cada individuo y a cuyo interior su discrecionalidad es incondicionada (Cf. SEN Amartya, The Imposibility of a Paretian Liberal, en Journal of Political Economy 78 [1970] 152-157; AA.VV., Enciclopedia dell’economia, o.c., 816; BONNER J. Introduction to, o.c., 183-187; RUBIO CARRACEDO J., Educación moral, o.c., 173-174).


� 	Se mencionan también los grupos de presión, la propaganda, el racionamiento, etc. (Cf. WINCH D.M. Economía analítica, o.c., 194-204).


� 	Cf. WISEMAN Jack, The black box, en HEY John D. (ed.), The future, o.c., 154-155.


� 	EKELUND Robert B. - HÉBERT Robert F., Historia de la, o.c., 693-694.


� 	WISEMAN J., The black, o.c., 155.


� 	Cf. STIGLITZ J.E., La economía, o.c., 83-84.


� 	Cf. FRANK R.H., Microeconomía y conducta, o.c., o.c., 755-759.


� 	Cf. WINCH D.M. Economía analítica, o.c., 167.


� 	Cf. GRAAFF J. de V., Social cost, o.c., 251-252.


� 	Cf Ibid., 252-253.


� 	Cf Ibid., 252-254. Ver aquí, cap. 3: 5.1 y la nota 211 del capítulo 3.


� 	Un testimonio reciente de este diálogo es la obra colectiva de NUSSBAUM Martha C.-SEN Amartya (comp.), La calidad de vida [Un estudio preparado por el World Institute for Development Economics Research (WIDER) de la United Nations University] The United Nations University/FCE, México 1996, en el que predominan como colaboradores los economistas, los sociólogos y los filósofos, entre otros.
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